ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA – Accede

ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / ACTO TERRORISTA – Explosión de oleoducto / FALLA EN EL SERVICIO DE VIGILANCIA – Falla en el deber de seguridad y vigilancia / FUERO DE ATRACCIÓN – Aplicación / FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA – Configurada por no tener la dirección de la empresa / EMPRESA INDUSTRIAL Y COMERCIAL DELE ESTADO – Con personería jurídica y autonomía patrimonial y financiera / COADYUVANCIA – No requerida / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – Presupuestos / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – Evolución jurisprudencial / TÍTULO DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / TEORÍA DEL RIESGO CREADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – No hay razón para limitar la responsabilidad estatal a los eventos en los cuales el ataque terrorista se dirige contra un objetivo militar o policivo, sino que debe extenderse a todos aquellos casos en los que el blanco sea un objeto claramente identificable como del Estado / ACTO TERRORISTA – Configurado / ACTO TERRORISTA – Definición / ACTO TERRORISTA – Explosión de oleoducto / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO – Destrucción de bienes / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – Configurada por que el acto terrorista iba dirigido a una entidad representativa del Estado

PRESUPUESTO PROCESAL / COMPETENCIA PARA LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN / EMPRESA INDUSTRIAL Y COMERCIAL DEL ESTADO - Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL / COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA / COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - Aplicación del fuero de atracción porque la entidad fue demandada conjuntamente con la Nación, Ministerios de Minas y Energía y de Defensa / FUERO DE ATRACCIÓN – Procedencia cuando siendo varios los sujetos demandados, no todos pueden ser justiciables ante la misma jurisdicción / FUERO DE ATRACCIÓN – Presupuestos en la acción de reparación directa / RESPONSABILIDAD SOLIDARIA / COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - La competencia asignada a la jurisdicción en razón del fuero de atracción no está condicionada al éxito de las pretensiones de la demanda, pues no se trata de una competencia provisional / COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - La competencia asignada en razón del fuero de atracción subsiste aún en el evento de que sólo resulte responsable la empresa industrial y comercial del Estado, pues basta con que exista razón legal y fáctica que justifique la pretensión contra todos los citados al proceso

Estima la Sala, tal como lo hizo el Tribunal, que si bien es cierto que la Empresa Colombiana de Petróleos -ECOPETROL- es una empresa industrial y comercial del Estado, creada por la ley 165 de 1948 y que en relación con este tipo de entidades la competencia para juzgar los hechos u omisiones la tiene la jurisdicción ordinaria (arts. 31 decreto ley 3130 de 1968 y 93 ley 489 de 1998) , en el caso concreto esta jurisdicción es competente para dirimir el conflicto suscitado en razón del fuero de atracción, porque dicha entidad fue demandada conjuntamente con la Nación- Ministerios de Minas y Energía y de Defensa. Ha dicho la Sala que el fuero de atracción “procede cuando siendo varios los sujetos demandados, no todos pueden ser justiciables ante la misma jurisdicción. En los casos de reparación directa es frecuente esta situación, en especial cuando el hecho dañoso ha sido cometido por dos o más personas o lo que es más preciso, cuando el hecho les es imputable. Evento este que configura una responsabilidad solidaria”. También ha advertido la Sala que la competencia asignada a la jurisdicción contencioso administrativa en razón del fuero de atracción no está condicionada al éxito de las pretensiones de la demanda, pues no se trata de una competencia “provisional”, ajena al esquema de la teoría del proceso sino que precisamente dicho fuero implica que todas las partes llamadas al proceso puedan ser juzgada por el mismo juez. Por lo tanto, la competencia subsiste aún en el evento de que sólo resulte responsable la empresa industrial y comercial del Estado, pues basta con que “exista razón legal y fáctica que justifique la pretensión contra todos los citados al proceso”. En el caso concreto fueron llamados al proceso la Nación- Ministerios de Defensa y Minas y Energía y la Empresa Colombiana de Petróleos a las cuales se les imputa falla en el deber de seguridad y vigilancia sobre un oleoducto. A juicio de la Sala esta imputación es suficiente para asumir la competencia, pues en verdad corresponde a las entidades mencionadas el ejercicio de dicho deber. Asunto distinto es el de establecer de acuerdo con las pruebas que obran en el proceso, sí hay lugar o no a derivar responsabilidad contra las mismas. Pero la razón aducida por la parte demandante es suficiente para asumir la competencia.

ACTO TERRORISTA – Explosión de oleoducto / FALLA EN EL SERVICIO DE VIGILANCIA – Falla en el deber de seguridad y vigilancia / FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA – Del Ministerio de Minas y Energía / FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA – Configurada por no tener la dirección de la empresa / EMPRESA INDUSTRIAL Y COMERCIAL DELE ESTADO – Con personería jurídica y autonomía patrimonial y financiera / COADYUVANCIA – No requerida

En la demanda se vinculó a la Nación –Ministerio de Minas y Energía- con el argumento de que dicha entidad ejerce el control y dirección sobre ECOPETROL, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la ley 1 de 1984, de acuerdo con el cual dicho Ministerio está facultado para “adoptar la política en materia de exploración, explotación, transporte, refinación, manufactura, beneficio, transformación y distribución de minerales e hidrocarburos”. Considera la Sala que no le asiste razón al demandante, ya que si bien corresponde a dicho Ministerio adoptar la política en materia de hidrocarburos, de conformidad con lo establecido en el decreto 2119 de 1992, no ostenta la dirección de la empresa, pues ésta goza de personería jurídica y autonomía patrimonial y financiera, por tratarse de una empresa industrial y comercial del Estado, que se rige por sus estatutos (decreto 62 de 1970) y por lo tanto, puede ser representada judicial y extrajudicialmente, sin que para ello se requiera la coadyuvancia del Ministerio. En consecuencia, dicho Ministerio carece de legitimación por pasiva, porque no le es imputable la responsabilidad que pueda corresponderle a ECOPETROL en el caso concreto.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – Presupuestos / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – Evolución jurisprudencial / TÍTULO DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / TEORÍA DEL RIESGO CREADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – No hay razón para limitar la responsabilidad estatal a los eventos en los cuales el ataque terrorista se dirige contra un objetivo militar o policivo, sino que debe extenderse a todos aquellos casos en los que el blanco sea un objeto claramente identificable como del Estado / FALLA EN EL SERVICIO / DAÑO ESPECIAL
Como las entidades demandadas fundamentan su defensa en la calificación del hecho como un acto terrorista, considera la Sala necesario referirse al tratamiento que la jurisprudencia le ha dado a este fenómeno. 1. Si bien no se ha elaborado jurisprudencialmente una definición precisa del terrorismo, podrían considerarse como notas distintivas del concepto para establecer la responsabilidad patrimonial del Estado, los actos de violencia con los cuales se pretende causar un efecto sicológico de terror, sin importar quiénes sean las víctimas; utilizando medios de destrucción masiva, dirigidos contra el Estado con el fin de destruir o causar estragos, o al menos desestabilizar su organización u obtener considerables beneficios.[…] 2. En relación con los daños causados por tales actos, la jurisprudencia consideró que, en principio, no había lugar a la reparación patrimonial por parte del Estado, porque los mismos son constitutivos de fuerza mayor, esto es, imprevisibles e irresistibles. No obstante, se ha admitido que hay lugar a condenar al Estado por hechos que se califican como terroristas, cuando en la producción del daño ha mediado una falla del servicio por ineficacia, retardo u omisión, lo cual se ha considerado que ocurre cuando los funcionarios públicos participan directamente en la comisión del hecho; o cuando la víctima, o la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y ésta no se le brindó, o cuando en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible. Con fundamento en este título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en casos como la toma del Palacio de Justicia; el homicidio cometido contra integrantes de una comisión de la Rama Judicial por paramilitares, con la complicidad de miembros activos del Ejército; la muerte de un guardián de un centro penitenciario como consecuencia de un ataque guerrillero. 3. La Sala aplicó el régimen de daño especial para reparar los perjuicios sufridos por las víctimas de la onda explosiva que causó la bomba dirigida contra el director del DAS el 30 de mayo de 1989, en la sentencia proferida el 23 de septiembre de 1994, EXP. 7577. En esa providencia se precisaron algunos elementos de la responsabilidad del Estado por hechos terroristas, los cuales se consideró debían definirse a partir de sus móviles, que se orientan a socavar las instituciones, con el fin de destruirlas o de obtener concesiones importantes; se estableció que en este tipo de eventos el vínculo causal se genera porque el ataque se dirige contra un establecimiento militar del gobierno […] La jurisprudencia también ha utilizado el régimen de riesgo excepcional para resolver este tipo de eventos. Así, consideró la Sala que procedía la reparación a cargo del Estado, en el caso de la muerte de un ciudadano ocurrida durante un ataque dinamitero dirigido por un grupo subversivo contra la fuerza pública, porque éste “fue sometido por parte de la administración a soportar un riesgo excepcional, el cual no estaba en la obligación de padecer. Riesgo éste que fue creado por la actividad desarrollada por la fuerza policial en cumplimiento de la restauración del orden público, que se vio alterado por los atentados dinamiteros perpetrados por grupos criminales del sector”. 5. Con fundamento en razones de equidad y solidaridad, también el legislador ha adoptado disposiciones especiales con el fin de prestar ayuda humanitaria a las víctimas del terrorismo. Dichas medidas fueron adoptadas inicialmente por el Gobierno a través del decreto legislativo 444 de 1993, dictado con base en las facultades de la declaratoria de conmoción interior (art. 213 Constitución Política) y posteriormente fueron acogidas por el legislador en las leyes 104 de 1993, 241 de 1995,  418 de 1997, 548 de 1999, que a su vez fue prorrogada por cuatro años más y parcialmente modificada por la ley 782 de 2002, disposiciones en las cuales se asigna a la Red de Solidaridad Social la facultad de otorgar dicha compensación. El artículo 16 de la última ley citada dispone que las víctimas de la violencia política, entendidas como tales, según el artículo 15 de la misma ley, “aquellas personas de la población civil que sufran perjuicios en su vida, o grave deterioro en su integridad personal o en sus bienes, a causa de atentados terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres en el marco del conflicto armado interno”, recibirán ayuda humanitaria , la cual se otorga en desarrollo del principio de solidaridad social y en razón del daño especial sufrido por éstas. […] 6. La falta de coherencia en la utilización de esos regímenes se ha presentado no sólo al decidir procesos basados en hecho similares, sino en la invocación de distintos regímenes para fundamentar la responsabilidad del Estado. Por ejemplo, en la sentencia del 23 de septiembre de 1994, ya citada, se invocó el daño especial, el riesgo excepcional e inclusive, los principios de equidad y solidaridad […] En decisiones más recientes, la Sala precisó que el Estado es responsable de los daños sufridos por las víctimas de atentados terroristas cuando ha incurrido en falla del servicio de vigilancia y protección o cuando la entidad, en desarrollo de una actividad tendiente a proteger a la comunidad en general, pone en riesgo a un grupo particular de ciudadanos. Cuando el riesgo creado por el Estado se realiza, los perjudicados pueden demandar la reparación del daño, con fundamento en la ruptura del equilibrio de las cargas públicas. […] Se aclara que los actos terroristas son imputables al Estado no sólo cuando el riesgo que crea el Estado y que permite establecer el vínculo causal surge de una actividad dirigida a proteger a la comunidad, como un establecimiento militar o policivo, sino, además, cuando el ataque se dirige directamente contra un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal, como se consideró en la sentencia del 23 de septiembre de 1994 ya citada, o en forma más general, cuando el blanco es “un objeto claramente identificable como del Estado”. Considera la Sala que no hay razón para limitar la responsabilidad estatal a los eventos en los cuales el ataque terrorista se dirige contra un objetivo militar o policivo, sino que debe extenderse a todos aquellos casos en los que el blanco sea “un objeto claramente identificable como del Estado”, ya que la justificación para establecer el vínculo causal es la misma: el riesgo particular que se crea con una actividad que ha sido elegido por los terroristas como objetivo. Tal es el caso del oleoducto, como más adelante se verá.

ACTO TERRORISTA – Explosión de oleoducto / FALLA EN EL SERVICIO DE VIGILANCIA – Falla en el deber de seguridad y vigilancia y omisión de señales de consecuencias de posible explosión / FALLA EN EL SERVICIO – No configurada
Con fundamento en las pruebas anteriores, considera la Sala que si bien las autoridades militares y de policía, debían ejercer vigilancia sobre el oleoducto y prestar el servicio de seguridad a los habitantes del sector, por ser reiterado el ataque de grupos subversivos en contra del mismo, no puede considerarse que incurrieron en falla del servicio, pues no era posible establecer una vigilancia permanente sobre todo su recorrido, en razón de su extensión. Los militares, de acuerdo con la versión de los testigos, llegaron al sitio minutos después de escucharse la explosión, pero cuando ya se había producido el incendio. Sin embargo, no hay lugar a considerar que su intervención fuera tardía o inoportuna, pues entre el momento de la explosión y de la conflagración transcurrieron varios minutos (que los testigos no precisan), pero que se considera fue el tiempo necesario para su desplazamiento al lugar del hecho. Tampoco puede considerarse que ECOPETROL hubiera incurrido en falla del servicio por no recubrir el oleoducto ni por omitir la instalación de señales que advirtieran sobre las consecuencias que pudiera generar una explosión de éste, ya que se trata de hechos imprevisibles para la entidad, ajenos al funcionamiento mismo de la actividad que desarrolla. En síntesis, ni la Nación- Ministerio de Defensa, ni la Empresa Colombiana de Petróleos incurrieron en fallas del servicio. Por lo tanto, no le son imputables a este título las lesiones sufridas por las víctimas ni los demás daños materiales aducidos en la demanda.

ACTO TERRORISTA – Configurado / ACTO TERRORISTA – Definición / ACTO TERRORISTA – Explosión de oleoducto / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO – Destrucción de bienes / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – Configurada por que el acto terrorista iba dirigido a una entidad representativa del Estado

De acuerdo con las pruebas que obran en el expediente, el hecho fue causado por grupos subversivos, que, como es de público conocimiento, han ejercido ese tipo de sabotaje a la infraestructura petrolera del país como una forma de rechazo y arma de presión para influir en políticas gubernamentales relacionadas con la explotación económica de este bien estatal, de tal manera que el ataque reiterado a las redes puede ser considerado una actividad terrorista. En consecuencia, en el caso concreto, se trata de un atentado contra un bien estatal, producido por la subversión, que lo ha identificado como un objetivo de ataque en su lucha contra las políticas gubernamentales y por lo tanto, los demandantes como víctimas inocentes de esa confrontación, no tienen porqué soportar las consecuencias dañinas del mismo. En otros términos, a pesar de que no hay razón para imputar una falla del servicio contra ECOPETROL al fijar las políticas petroleras a las que se oponen los grupos subversivo o al extender las redes de transporte del combustible por la zona en que ocurrió el hecho, o por no impedir o no advertir del riesgo de una conflagración posterior a un atentado contra el oleoducto, en el caso concreto esa entidad debe reparar los perjuicios causados a los demandantes porque el ataque estuvo dirigido contra un bien estatal; tuvo como finalidad crear condiciones de zozobra e inestabilidad colectiva; fue realizado por un grupo organizado que se opone en forma abierta al gobierno y en especial a la política petrolera del Estado; la entidad es propietaria de las redes que transportan el combustible.

INEXISTENCIA DE LA CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA – Porque el hecho también fue imprevisible para las víctimas 

El Ministerio de Defensa y ECOPETROL manifestaron que el daño es imputable a las propias víctimas, al transitar por el lugar de manera prevenida e irresponsable, y que si no era perceptible para cualquier persona, “tampoco lo era para el personal militar acantonado en ese lugar ya que el conocimiento sobre hidrocarburos no está dentro de la instrucción que reciben, en cuyo evento si hubiera sido conocido el riesgo por los miembros del Ejército Nacional, se hubieran también alejado del sector”. Considera la Sala que las víctimas no incurrieron en culpa porque la conflagración era también imprevisible para ellas. Esta se produjo, al parecer, como consecuencia de la evaporación de los gases, que emanaron del oleoducto, posteriores a la explosión. A pesar de que con anterioridad habían ocurrido otros atentados contra el oleoducto, no se había producido una conflagración posterior a la misma, por lo cual los habitantes del municipio no tenían por qué conocer esa situación, ni habían sido advertidas de ella por la empresa demandada y por lo tanto, no puede serles imputable el hecho a título de culpa. En este orden de ideas, se condenará a la Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL S.A., pero se absolverá a la Nación- Ministerio de Defensa- porque el hecho no le es imputable ni a título de falla del servicio ni de responsabilidad objetiva por riesgo, por no ser la propietaria de las redes de transporte del combustible contra las cuales se dirigió el ataque.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS – Lesiones por acto terrorista / PERJUICIO MORAL – Acreditación / CARGA DE LA PRUEBA – Cumplimiento / ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO 

Sobre los perjuicios morales sufridos por los demandantes con el hecho, declararon los señores Arcelia Padilla Velásquez, Cesar Hernando Salazar (fls. 252-256 exp: 13.627). […] Por lo tanto, se reconocerán perjuicios morales a favor de los demandantes, por los lesiones sufridas por la señora Matilde Chicaiza y la menor Pastora Montilla Chicaiza, en los siguientes valores: 50 salarios mínimos mensuales para las lesionadas y 30 para los demás demandantes, en consideración a la gravedad de las lesiones y al dolor que éstas pudieron causarles, los cuales equivalen a $16.600.000 y $9.960.000, respectivamente.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTÍCULO 254 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTÍCULO 252

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO / COPIA SIMPLE DE DOCUMENTO – Valor probatoria de los recibos de pago / LUCRO CESANTE / APLICACIÓN DE PRESUNCIÓN DEL SALARIO MÍNIMO LEGAL / PERJUICIO MATERIAL – Improcedencia a favor de menor por no acreditar el desarrollo de labor remunerada 

La parte demandante aportó recibo de caja menor a nombre del señor Héctor Martínez, por pago de transporte de las víctimas desde el municipio de Ricaurte al de Túquerres (fl. 78 C-1, exp: 12.916), pero no consta en el mismo quién realizó dicho gasto. También aportaron copias de recibos por alimentación, arrendamiento y fórmulas médicas que se afirma debieron cancelar las demandantes (fls. 79-103 C-1). No obstante, estos documentos no pueden ser tenidos en cuenta para calcular el perjuicio material porque se aportaron en copia simple y en relación con ellas no se cumplen los presupuestos señalados en los artículos 254 y 252 del Código de Procedimiento Civil. […] Además, se reconocerá a favor de la señora Matilde Chicaiza el valor del lucro cesante por el tiempo que duró la hospitalización (14 días), con base en el salario mínimo legal vigente en la época en que sufrió la incapacidad, porque no se acreditó que recibiera una suma mayor. No se reconocerá este valor a favor de la menor Pastora Isabel Chicaiza porque no se demostró que a su edad desarrollara una labor remunerativa.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / LUCRO CESANTE – improcedencia por no acreditar pérdida de capacidad laboral
No se reconocerán perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante a favor de las demandantes porque no se acreditó su pérdida de la capacidad laboral.

ACREDITACIÓN DEL DAÑO / ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO – No probado el perjuicio material por pérdida de bienes 

Se aportó copia de la escritura pública No. 18 del 30 de marzo de 1986 de la Notaría de Ricaurte (fls. 105-107 C-1), mediante la cual los señores José Arquímides Torres Quiroz y Alicia Molina Rosero adquirieron “acciones y derechos” sobre “un lote de terreno denominado Chinguas, de dos hectáreas de longitud, situado en San Pablo Pueblo Viejo”, del municipio de Ricaurte, “cultivado de pastos de gramalote, árboles de limón, guabos y parte en rastrojo”. Según la demanda, el incendio afectó los cultivos de plátano y caña. Aunque algunos testigos y en particular, el señor Luis Bayardo Chicaiza (fls. 236-238, exp: 13.627) se refieren a tales cultivos y a los daños, no precisan la cantidad de árboles que sufrieron daño, ni la proporción del mismo. […] En este orden de ideas, no está acreditado el daño sufrido por los demandantes. No se demostró que las plantaciones hubieran sido afectadas con el incendio, ni que el terreno hubiera sufrido daños que impidieran su utilización, como tampoco el perjuicio moral que hubiera derivado de la conflagración. Por lo tanto, se negarán las pretensiones de estos demandantes.

RESPONSABILIDAD DEL LLAMADO EN GARANTÍA – No probada / ACTO TERRORISTA – Excluido de contrato de póliza de seguro

La empresa ECOPETROL llamó en garantía a la Nacional Compañía de Seguros S.A. y para el efecto, aportó al proceso la póliza de todo riesgo para industria petrolera No. 160970 (fls. 186-200 C-1), en la cual figura como asegurado-tomador la Empresa Colombiana de Petróleo (ECOPETROL) y como asegurador La Nacional Compañía de Seguros Generales de Colombia S.A., con vigencia desde el 10 de noviembre de 1991 hasta el 9 de noviembre de 1994. […] En consecuencia, no habrá lugar a condenar a la entidad aseguradora porque se trata de un acto terrorista y por lo tanto, excluido del amparo.

NOTA DE RELATORÍA: Providencia con aclaración de voto del magistrado Alier Eduardo Hernández Enríquez y aclaración de voto del magistrado Ramiro Saavedra Becerra.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

Consejero ponente: RICARDO HOYOS DUQUE

Bogotá, D.C., once (11) de diciembre de dos mil tres (2003)

Radicación número: 52001-23-31-000-1994-06270-01(12916-13627)

Actor: MATILDE ISABEL CHICAIZA Y OTROS

Demandado: NACIÓN -MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA Y OTROS

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante en contra de las sentencias proferidas por el Tribunal Administrativo de Nariño el 27 de septiembre de 1996 mediante la cual se negaron las súplicas de la demanda y se condenó en costas a los demandantes, y el 10 de marzo de 1997, que negó la excepción de falta de jurisdicción propuesta por ECOPETROL; declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva formulada por el Ministerio de Minas y Energía y negó las pretensiones. 

ANTECEDENTES PROCESALES
1. Las pretensiones.

El 19 de diciembre de 1994 ante el Tribunal Administrativo de Nariño, en contra de la NACION -Ministerios de Minas y Energía y de Defensa y la Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL S.A. demandaron los señores MATILDE ISABEL CHICAIZA FAJARDO, quien obra en nombre propio y en representación de sus hijos PASTORA, ELIECER y LEONEL ALEXANDER MONTILLA CHICAIZA y como agente oficioso de su hijo mayor JAIR ALBERTO AGREDO CHICAIZA, quien posteriormente confirió poder; TERESITA DE JESUS CHICAIZA y LILIANA DEL SOCORRO CHICAIZA, a fin de obtener la reparación de los perjuicios que les causó las lesiones sufridas por la señora Matilde Isabel Chicaiza Fajardo. Además, demandaron los señores JOSE ARQUIMIDES TORRES y ALICIA MOLINA ROSERO, con el fin de obtener la reparación de los perjuicios materiales que sufrieron en el predio de su propiedad. En concreto, solicitaron que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:

“PRIMERA: LA NACION -MINISTERIO DE MINAS Y ENERGIA- Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL S.A., MINISTERIO DE DEFENSA - Ejército Nacional, son administrativa y civilmente responsables de los perjuicios materiales y morales, causados a los demandantes por los sucesos ocurridos el día 29 de diciembre de 1992, en el municipio de Ricaurte, departamento de Nariño, por la explosión del oleoducto ‘Trasandino’, kilómetro 175, paralelo vía Pasto-Tumaco, así:

“Al primer grupo familiar por las lesiones físicas por quemaduras de segundo grado a MATILDE ISABEL CHICAIZA FAJARDO;

“Al segundo grupo familiar por la destrucción e incendio del terreno denominado ‘Chiguas’, con extensión aproximada de dos hectáreas, cuya propiedad la ostentan los demandantes JOSE ARQUIMIDES TORRES y ALICIA MOLINA ROSERO, mediante escritura pública No.18 de marzo 30 de 1986, de la Notaría Única de Ricaurte (Nar), con matrícula inmobiliaria No. 242-0004.097 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barbacoas (N), siendo desaparecida su capa orgánica, inutilizando dicho terreno para la agricultura, fuente principal a la que lo venían destinando los actores para su supervivencia.

“SEGUNDA. CONDENASE a la NACION -MINISTERIO DE MINAS Y ENERGIA- Empresa Colombiana de Petróleos- ECOPETROL S.A., MINISTERIO DE DEFENSA -Ejército Nacional, a pagar en forma solidaria a favor tanto del primero como del segundo grupo familiar o a quien representen sus derechos, las siguientes liquidaciones o las que se demostrase en el proceso, a saber:

“Primer grupo familiar:

a) Por perjuicios morales. Reconocer el equivalente al valor de mil (1.000) gramos de oro fino certificados por el Banco de la República, al momento de liquidar los perjuicios a MATILDE ISABEL CHICAIZA FAJARDO, la misma cantidad a cada uno de sus hijos menores PASTORA MONTILLA CHICAIZA, ELIECER MONTILLA CHICAIZA y LEONEL ALEXANDER MONTILLA CHICAIZA, representados por su madre legítima; a JAIR ALBERTO AGREDO CHICAIZA, TERESA DE JESÚS CHICAIZA y LILIANA DEL SOCORRO CHICAIZA, por el dolor moral o pretium doloris sufridos a raíz del trauma psíquico, dolor, de la aflicción, que para toda la vida, deja en la lesionada y sus hijos a quienes represento, puesto que el tipo de la lesión, quemadura de la piel en más del 30% se clasifica dentro de las críticas al considerar clínicamente extensa de segundo grado.

“Daño emergente. Los gastos que se le ocasionó a la víctima para atender las intervenciones médico-quirúrgicas necesarias para su recuperación por las quemaduras, es decir, todo lo que por este concepto resultare probado dentro del proceso.

“Segundo grupo familiar.

a. Por perjuicios materiales. El daño emergente y lucro cesante, en las cantidades que resulten en el juicio de acuerdo al concepto de peritos sobre el monto total de las pérdidas por haber quedado en inmueble en estado improductivo, tanto por la conflagración, como por el derramamiento de crudo de petróleo sobre el lote de JOSE ARQUIMIDES TORRES y ALICIA MOLINA ROSERO, quienes ostentan la propiedad mediante escritura pública No. 18 del 30 de marzo de 1986, de la Notaría Única de Ricaurte (Nar.), matrícula inmobiliaria No. 242-0004.097 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la ciudad de Túquerres (N) y cuyos linderos se identifican en los hechos de esta demanda.

“b. Por concepto de perjuicios morales el equivalente a ochocientos gramos de oro certificados por el Banco de la República, al momento de liquidar los perjuicios. Consistieron esos perjuicios morales, en la cesación de créditos para los damnificados, y afectados ellos al verse desmejorados socialmente.

“TERCERA. Consecuencialmente a las anteriores declaraciones o las que se llegase a decretar, pido se ordene a las entidades demandadas cumplan con las siguientes disposiciones:

a) Actualización de las condenas. Las cantidades que se ordenen pagar por perjuicios tanto morales como materiales, se actualizarán los valores que indique la sentencia a la fecha de su ejecutoria.

“b) Intereses…”.

En la misma fecha, ante el mismo Tribunal y contra las mismas entidades estatales demandaron los integrantes de la familia Chicaiza relacionados en la demanda anterior, con el fin de obtener la reparación de los perjuicios sufridos con las lesiones físicas causadas a la menor Pastora Montilla Chicaiza, los cuales tasaron así:

“a. Por perjuicios morales. Reconocer el equivalente en moneda nacional a los mil (1.000) gramos de oro fino, por daños morales pretium doloris para cada uno de los demandantes, sufridos a raíz del trauma síquico, dolor, de la aflicción que para toda la vida deja en la lesionada, a su madre y hermanos que represento, puesto que el tipo de la lesión originada a la niña PASTORA MONTILLA CHICAIZA se clasifica dentro de las críticas, al considerarse clínicamente extensa de segundo grado, que cubrió más del 30%.

b. Daño fisiológico. Teniendo en cuenta su condición de mujer, susceptible ante la gravedad de su situación que le depara en forma subjetiva y objetiva el defecto dejado, que requiere para su normalización síquica y fisiológica, recuperación de la piel y tejidos subyacentes, debiendo continuar el tratamiento, corregir su imperfecto estructural o estético, eliminando cicatrices dejadas en sus manos y piernas, dadas las disfunciones residuales dejadas en sus extremidades, necesita por tanto, tratamientos, medidas de asistencia detallada y continua para devolverle su estética corporal normal, por lo que se reconocerá a favor de la menor lesionada PASTORA MONTILLA CHICAIZA una cantidad equivalente en moneda nacional a los tres mil gramos de oro fino, o la cantidad que resulte probada como necesaria para este tipo de cirugías”.

2. Fundamentos de hecho

a. La Nación -Ministerio de Minas y Energía- y la Empresa Colombiana de Petróleos son propietarias del oleoducto Trasandino, el cual recorre los municipios de Orito, Putumayo y Tumaco, Nariño. 

b. El oleoducto pasa por el perímetro urbano del municipio de Ricaurte, “sin ninguna estructura de protección, al aire libre y asentado sobre el piso, sobre todo en puntos por donde atraviesa vías y caminos para comunicarse con algunas veredas”.

c. El 29 de diciembre de 1992, a las 7:00 p.m. aproximadamente, “en la parte periférica de la población urbana de Ricaurte (N), sobre el camino que parte del barrio Cartagena y llega a la vereda San Pablo”, concretamente en el terreno denominado Chiguas, de propiedad de los señores José Arquimides Torres y Maura Alicia Molina, se produjo una fuerte explosión al parecer por ruptura del oleoducto, aunque los funcionarios de ECOPETROL aseguraron que se trataba de una acción guerrillera.

d. Instantes después de que se escuchara la explosión se presentaron varios militares, quienes comenzaron a disparar hacia el lugar donde ésta se produjo con el ánimo de obligar a los subversivos a abandonar el sitio, sin prever el daño que podrían causarle a la población que en ese momento transitaba por el lugar.

e. La señora Matilde Isabel Chicaiza Fajardo y su hija Pastora Isabel Montilla Chicaiza se encontraban en el poblado de Ricaurte (N), en el momento en que se produjo la explosión. Cuando el Ejército asumió el control de la situación, decidieron regresar a su hogar, para lo cual debieron cruzar por el sitio donde ésta se produjo. El Ejército permitió a los transeúntes pasar por el lugar sin hacerles ninguna advertencia.

f. Sin embargo, la ruptura del oleoducto propició la expansión de gases y crudo de petróleo que intempestivamente generaron una fuerte conflagración, precisamente en el momento en que la señora María Isabel Chicaiza y su hija pasaban por el lugar, quienes sufrieron quemaduras de segundo grado.

3. Posición de las entidades demandadas.

La Nación- Ministerio de Minas formuló la excepción de falta de legitimación en la causa, aduciendo que “sea cual fuere la intervención y/o responsabilidad de ECOPETROL, no existe razón jurídica para que la conducta de esa empresa se refleje en el Ministerio de Minas y Energía. Aunque ECOPETROL esté vinculada al Ministerio para fines de tutela administrativa, no se puede llamar a responder al Ministerio por cuanto no puede entrar a responder por una entidad que goza de patrimonio, personería y administración independiente...Se demandó a persona jurídica diferente de la que si se prueba la conducta, la violación del derecho y el resultado como relación de causa, resultando responsabilidad, en ningún momento se debe comprometer al Ministerio de Minas y Energía...[que] no es el propietario del oleoducto y  mucho menos el encargado de su vigilancia y control”.

Por su parte, la Empresa Colombiana de Petróleos formuló la excepción de falta de jurisdicción. Para fundamentarla, aduce que la naturaleza jurídica de la entidad es la de una empresa industrial y comercial del Estado, vinculada al Ministerio de Minas, cuyas actividades principales son ”la explotación, exploración y producción de petróleo”, y que según la jurisprudencia reiterada del Consejo de Estado y de la Corte Suprema de Justicia y la doctrina, está claro que “cuando se trate de actos expedidos por tales empresas en desarrollo de sus actividades industriales y comerciales están sujetos a las reglas del derecho privado y será competente para conocer de ellos la jurisdicción ordinaria. Cuando los actos se realicen para el cumplimiento de funciones administrativas, que a esas entidades haya encomendado la ley, están sujetos al derecho público, son actos administrativos...y la competencia jurisdiccional para conocer de ellos corresponde al juez administrativo”.

El apoderado del Ministerio de Defensa se opuso a las pretensiones de la demanda con el argumento de que “no existe relación de causalidad entre la supuesta falla o falta del servicio y el daño o lesión, ya que las lesiones físicas de Matilde Isabel Chicaiza Fajardo y la destrucción e incendio del terreno denominado ‘Chiguas’ de propiedad de José Arquímedes Torres y Alicia Molina Rosero no fueron producto de la administración ni de ninguno de sus agentes sino que fueron consecuencia del atentado de la guerrilla dirigido contra la infraestructura energética del país...Y es que como bien se sabe y así lo ha pregonado la jurisprudencia nacional, ‘la falla del servicio no puede predicarse de un estado ideal. Para hablar de ella hay que tener en cuenta la realidad misma del país, su desarrollo, la amplitud y cobertura de los servicios públicos’”.

Agregó que “los actos terroristas se caracterizan por ser imprevisibles e irresistibles, lo cual los convierte en la figura conocida jurisprudencialmente como caso fortuito o fuerza mayor”

3. Llamamiento en garantía

En ambos procesos, la Empresa Colombiana de Petróleos llamó en garantía a la empresa La Nacional Compañía de Seguros S.A. Mediante autos del 20 de abril y 29 de marzo de 1995, respectivamente, el Tribunal Administrativo de Nariño aceptó el llamamiento; ordenó citar al representante legal de la entidad y suspender el proceso por un término máximo de 90 días. El representante de la aseguradora se opuso al llamamiento, argumentando que en la póliza adquirida por ECOPETROL para asegurar los riesgos de responsabilidad civil, se excluyeron los siniestros por terrorismo y actos mal intencionados de terceros.

4. La sentencia recurrida

En la sentencia proferida dentro del proceso No. 12.916, consideró el Tribunal que como el Ministerio de Minas y Energía “es una entidad que tiene reglamentación propia, autónoma, con funciones administrativas, jurídicas y presupuestales; no tiene dentro de sus funciones las de ejercer un control directo sobre los hidrocarburos, que sí la tiene la Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL. El Ministerio no tiene base legal alguna para ser demandado por una acción atribuida a un grupo subversivo sobre las instalaciones de ECOPETROL”. 

En cuanto a la excepción de falta de jurisdicción propuesta por ECOPETROL, consideró el Tribunal que si bien es cierto que de los asuntos de responsabilidad en que sean parte las empresas industriales y comerciales del Estado o las sociedades de economía mixta conoce la jurisdicción ordinaria, “cuando se vincula al proceso en litisconsorcio con una persona de derecho público a la que se pretende derivar solidaridad, por virtud del fuero de atracción, la jurisdicción competente será la contencioso administrativa”.

En relación con el fondo de la controversia consideró que “de los elementos probatorios que obran en el informativo, con la evidencia requerida, se puede deducir, sin duda alguna, que las lesiones, destrozos y perjuicios que se ocasionaron a los demandantes, lo fueron por la acción terrorista de grupos levantados en armas contra el Estado colombiano, sin que las entidades demandadas hayan contribuido de una u otra forma en su causación, o que tales acciones se hubieran producido en falla del servicio por parte de los entes demandados”. 
Argumentos similares fueron expuestos por el Tribunal en la sentencia proferida dentro del proceso No. 13.627, en la cual se concluyó que “la producción del daño fue determinada por el hecho de un tercero (la guerrilla) y por el de la propia víctima, razón por la cual no es procedente el resarcimiento de los perjuicios que reclaman los actores en este proceso”.

5. Fundamentos de la impugnación

El apoderado de los demandantes impugnó las sentencias con los siguientes argumentos:

En el caso concreto hay lugar condenar al Estado por los daños causados a las víctimas porque a pesar de que el hecho fue cometido por un grupo guerrillero, se dirigió contra un oleoducto, que es un bien del Estado y el objetivo directo de la acción era el de alterar el orden público y no causar daño a los demandantes, humildes campesinos a quienes bastaba ubicar en “sus paupérrimos ranchos alejados de la cabecera urbana”. El hecho “hace parte de los tantos actos terroristas dirigidos contra el Gobierno”, del cual fueron víctimas “humildes ciudadanos del campo...en medio de una lucha por el poder, a sabiendas de que ellos no tenían por qué soportar solos el daño que se les ha causado”.

Sustenta su solicitud de revocatoria de la sentencia impugnada en las decisiones adoptadas por esta Corporación en relación con las víctimas de la toma del Palacio de Justicia y la acción terrorista contra las instalaciones del DAS en Bogotá, en las cuales se consideró que éstas tenían derecho a la reparación porque habían sido sometidas a “una carga considerable, superior, anormal y excepcional”, constitutiva de un daño especial que el Estado debía indemnizar “a fin de restablecer el equilibrio entre todos los ciudadanos”, y que dicha tesis es aplicable al caso concreto porque los demandantes soportaron una carga que no estaban obligados a soportar y el daño iba dirigido contra un bien del Estado que beneficia a todos por igual. 

Afirma, además, que no tiene cabida la calificación del hecho como impredecible e irresistible para la administración, que tal vez para evitarse “mayores inversiones en la construcción de oleoducto, no se apoyó en un estudio indicador del impacto ambiental y de riesgo para los habitantes de los poblados por donde decidió extenderlo...colocando como escudos a nuestros pueblos que soportan tal conducción” y con el conocimiento generalizado de múltiples atentados perpetrados a cuanto oleoducto existe en todo el país, sin brindar una permanente vigilancia en los sitios  más vulnerables. “No es acaso perceptible a cualquier mente humana que goce de plenas facultades que siendo tan apetecido el oleoducto para planes terroristas de los que vienen subvirtiendo el orden público corren eminente riesgo esos pobladores?”.

6. Acumulación de procesos

Mediante auto del 12 de abril de 2002 fueron acumulados los procesos referidos, por considerar que se cumplen los presupuestos del artículo 159 del C.P.C.

7. Intervenciones en esta instancia

Dentro del término concedido en esta instancia para presentar alegaciones, en el proceso No. 12.916 sólo intervino el apoderado de la entidad llamada en garantía. En el proceso No. 13.627 intervino el mismo apoderado y además, el del Ministerio de Defensa. 

7.1. En ambos procesos, el apoderado de la Nacional Compañía de Seguros Generales de Colombia S.A., solicita que se confirme el fallo impugnado o subsidiariamente, de proferirse condena en contra de ECOPETROL, se abstenga de declarar la responsabilidad de la Nacional Compañía de Seguros S.A. por haber sido excluido el amparo en este tipo de eventos y en última instancia dar aplicación al artículo 1079 del Código de Comercio que establece que el asegurador sólo estará obligado a responder hasta concurrencia de la suma asegurada. 

Las razones en las cuales apoya sus solicitudes son las siguientes:

a) El caso concreto es constitutivo de fuerza mayor, por tratarse de la comisión de un acto terrorista, en relación con el cual debe aplicarse el criterio jurisprudencial de que el mismo es irresistible e imprevisible, “agravado por un factor, el de la sorpresa, que es aprovechada por los delincuentes”. 

b) El hecho es atribuible a terceros: los alzados en armas, quienes no tienen ningún vínculo ni relación con ECOPETROL y fue además imprevisible e irresistible. “Por ello, mal podría endilgársele responsabilidad alguna a la parte pasiva en este proceso, a ECOPETROL S.A. y menos a la entidad aseguradora, ya que los acontecimientos narrados por el actor no provienen de dicha parte ni ésta tiene vínculo alguno con quienes provocaron el insuceso”.  

c) El daño es atribuible a las víctimas quienes se expusieron imprudentemente a él. “La evacuación de las pruebas solicitadas demostraron que las infortunadas víctimas con su comportamiento anormal, al ingresar al lugar del atentado dinamitero sin las previsiones necesarias, no obstante conocer de la situación presentada, vivir en ese lugar, haber escuchado la explosión y minutos después, a pesar de esas circunstancias, haber tomado el camino por donde se había presentado la misma, se establece que fue determinante su comportamiento para que resultaran lesionadas”.

d) “De no prosperar las causales de exoneración propuestas, aunque en este caso resultan claras..., los honorables Consejeros deberán analizar conforme a las probanzas que obren en el plenario, los fenómenos de la compensación o concurrencia de culpas tomando como referencia el comportamiento de cada una de las lesionadas de que trata el presente proceso, pero siempre que se llegue a demostrar alguna responsabilidad en cabeza de ECOPETROL S.A.”.

e) “A la Nacional Compañía de Seguros S.A., no puede atribuírsele ninguna obligación contractual derivada del contrato de seguro al que hace alusión la Póliza Todo Riesgo No. 160970, como consecuencia de los acontecimientos mencionados, toda vez que nos hallamos frente a una causal de exoneración que la releva del pago de cualquier indemnización, pues los hechos que originaron la demanda se enmarcan dentro de los fenómenos de terrorismo y actos mal intencionados de terceros”, que fueron excluidos de la cobertura del amparo.

f) En el evento de que las pretensiones de los demandantes llegaran a prosperar, deberá tenerse en cuenta que “en la póliza de marras las partes pactaron un deducible o franquicia de un millón de dólares lo que significa que sería a partir de esa suma, del millón de dólares, que la compañía aseguradora reconocería como indemnización”.

7.2. El apoderado del Ministerio de Defensa solicita que se confirme la sentencia impugnada. Afirma que “como ha sido de conocimiento público, los atentados contra los oleoductos y el ‘Transandino’ en el presente caso, ha tenido ocurrencia por actos terroristas de la guerrilla y si bien el plan energético nacional tiene contrato de vigilancia con ECOPETROL, por la dimensión del oleoducto, que es de más de 300 kilómetros, es imposible exigir que éste sea vigilado metro por metro por el Ejército o la Policía. Se evidencia en el caso bajo examen el hecho de un tercero en la producción del daño, lo cual exonera de responsabilidad a la demandada. Es de anotar además que los atentados guerrilleros se caracterizan por su irresistibilidad e imprevisibilidad y no se puede alegar insuficiencia de vigilancia por parte de las autoridades encargadas de realizar esa función, porque es imposible la custodia permanente de todos los puntos geográficos del territorio nacional, pues no puede predicarse de un estado ideal, sino que hay que tener en cuenta las limitaciones propias de un Estado”.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

I.- La Competencia.

Estima la Sala, tal como lo hizo el Tribunal, que si bien es cierto que la Empresa Colombiana de Petróleos -ECOPETROL- es una empresa industrial y comercial del Estado, creada por la ley 165 de 1948 y que en relación con este tipo de entidades la competencia para juzgar los hechos u omisiones la tiene la jurisdicción ordinaria (arts. 31 decreto ley 3130 de 1968 y 93 ley 489 de 1998)
, en el caso concreto esta jurisdicción es competente para dirimir el conflicto suscitado en razón del fuero de atracción, porque dicha entidad fue demandada conjuntamente con la Nación- Ministerios de Minas y Energía y de Defensa.

Ha dicho la Sala que el fuero de atracción “procede cuando siendo varios los sujetos demandados, no todos pueden ser justiciables ante la misma jurisdicción. En los casos de reparación directa es frecuente esta situación, en especial cuando el hecho dañoso ha sido cometido por dos o más personas o lo que es más preciso, cuando el hecho les es imputable. Evento este que configura una responsabilidad solidaria”
.

También ha advertido la Sala que la competencia asignada a la jurisdicción contencioso administrativa en razón del fuero de atracción no está condicionada al éxito de las pretensiones de la demanda, pues no se trata de una competencia “provisional”, ajena al esquema de la teoría del proceso sino que precisamente dicho fuero implica que todas las partes llamadas al proceso puedan ser juzgada por el mismo juez
. Por lo tanto, la competencia subsiste aún en el evento de que sólo resulte responsable la empresa industrial y comercial del Estado
, pues basta con que “exista razón legal y fáctica que justifique la pretensión contra todos los citados al proceso”
.  

En el caso concreto fueron llamados al proceso la Nación- Ministerios de Defensa y Minas y Energía y la Empresa Colombiana de Petróleos a las cuales se les imputa falla en el deber de seguridad y vigilancia sobre un oleoducto. A juicio de la Sala esta imputación es suficiente para asumir la competencia, pues en verdad corresponde a las entidades mencionadas el ejercicio de dicho deber. Asunto distinto es el de establecer de acuerdo con las pruebas que obran en el proceso, sí hay lugar o no a derivar responsabilidad contra las mismas. Pero la razón aducida por la parte demandante es suficiente para asumir la competencia. 

II. La legitimación en la causa por pasiva.

En la demanda se vinculó a la Nación –Ministerio de Minas y Energía- con el argumento de que dicha entidad ejerce el control y dirección sobre ECOPETROL, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la ley 1 de 1984, de acuerdo con el cual dicho Ministerio está facultado para “adoptar la política en materia de exploración, explotación, transporte, refinación, manufactura, beneficio, transformación y distribución de minerales e hidrocarburos”.

Considera la Sala que no le asiste razón al demandante, ya que si bien corresponde a dicho Ministerio adoptar la política en materia de hidrocarburos, de conformidad con lo establecido en el decreto 2119 de 1992, no ostenta la dirección de la empresa, pues ésta goza de personería jurídica y autonomía patrimonial y financiera, por tratarse de una empresa industrial y comercial del Estado, que se rige por sus estatutos (decreto 62 de 1970) y por lo tanto, puede ser representada judicial y extrajudicialmente, sin que para ello se requiera la coadyuvancia del Ministerio.   

En consecuencia, dicho Ministerio carece de legitimación por pasiva, porque no le es imputable la responsabilidad que pueda corresponderle a ECOPETROL en el caso concreto.

III. Los hechos probados.

Está acreditado que el día 29 de diciembre de 1992, la señora Matilde Chicaiza Fajardo y su hija menor Pastora Montilla Chicaiza, sufrieron quemaduras de segundo grado, por lo cual fueron atendidas en el hospital departamental de Pasto, donde permanecieron hospitalizadas durante veinte días, según las constancias expedidas por el director del centro de salud de Túquerres, Nariño (fl. 70 C-1) y por el jefe del departamento de servicios ambulatorios del hospital departamental de Pasto (fls. 71-72 C-1).

En la epicrisis realizada por el médico tratante del hospital de Túquerres consta el diagnóstico definitivo de la señora Matilde Chicaiza Fajardo: “quemadura grado II, 35%” (fl. 5 C-2) y de la menor Pastora Montilla Chicaiza se refieren en el examen físico cicatrices en todo el cuerpo y en el diagnóstico definitivo: “infección respiratoria baja, bronconeumonía e infección vías urinarias” (fl. 6 C-2). 

En el informe rendido por el comandante del grupo mecanizado No.3 Cabal, del Ejército Nacional a instancia del a quo (fls. 7-9 C-2), consta que dichas lesiones fueron causadas por una conflagración que se produjo en el sitio donde un grupo guerrillero dinamitó el oleoducto Trasandino:

“29-Dic-92: A las 22:00 horas de este día, en el kilómetro 170, en el sitio Cartagena, jurisdicción del municipio de Ricaurte, miembros de la XXIX cuadrilla de las FARC dinamitaron el oleoducto Trasandino, causando una abolladura de 60 cms. al tubo; no hubo derrame de crudo ya que el bombeo estaba suspendido. En el lugar de los hechos se produjo un incendio resultando heridos con quemaduras en distintas partes del cuerpo los particulares JESÚS BENAVIDES ORTIZ de 14 años, MATILDE CHICAIZA de 45 años, PASTORA CHICAIZA de 15 años, hija de la anterior, residentes en la vereda de San Pablo de Ricaurte (N)”.

En iguales términos fueron relatados los hechos por el supervisor del oleoducto Trasandino de la Empresa Colombiana de Petróleos ante el juez primero municipal de Ricaurte, el 31 de diciembre de 1992, en la denuncia que formuló por los mismos hechos, aunque debe destacarse que en estos documentos se incurrió en contradicción en cuanto a si hubo o no derrame de crudo en ese hecho:

“...formulo denuncia penal en averiguación contra quienes resultaren responsables del atentado terrorista efectuado al oleoducto en el km. 170+100, vereda Cartagena, municipio de Ricaurte. Dicho atentado causó daños a la empresa por un valor material cercano a los 85 millones de pesos...daños ecológicos, 5000 barriles de crudo derramado al río Guiza...aparte causó lesiones considerables en las personas de Matilde Chicaiza, Pastora Chicaiza y Jesús Benjamín Ortiz, vecinos del municipio de Ricaurte, afectados por un incendio ocasionado por el derrame del hidrocarburo en la zona cercana a sus viviendas.

“El atentado ocurrió el 29 de diciembre de 1992, a las 9:30 p.m.”.  

IV. La responsabilidad del Estado por actos terroristas. Evolución jurisprudencial.  

Como las entidades demandadas fundamentan su defensa en la calificación del hecho como un acto terrorista, considera la Sala necesario referirse al tratamiento que la jurisprudencia le ha dado a este fenómeno.  

1. Si bien no se ha elaborado jurisprudencialmente una definición precisa del terrorismo, podrían considerarse como notas distintivas del concepto para establecer la responsabilidad patrimonial del Estado, los actos de violencia con los cuales se pretende causar un efecto sicológico de terror, sin importar quiénes sean las víctimas; utilizando medios de destrucción masiva, dirigidos contra el Estado con el fin de destruir o causar estragos, o al menos desestabilizar su organización u obtener considerables beneficios. 

La ley 600 de 2000 - nuevo Código Penal- en el artículo 187 sanciona el delito de terrorismo, el cual tipifica así: 

“El que con fines de crear o mantener ambiente de zozobra o perturbar el orden público, emplee contra personas o bienes medios de destrucción colectiva...”.

De esta definición se destacan: a. Un elemento objetivo: utilización de medios de destrucción colectiva; b. Un elemento intencional: el móvil consiste en crear o mantener un ambiente de temor o de perturbar el orden público. 

2. En relación con los daños causados por tales actos, la jurisprudencia consideró que, en principio, no había lugar a la reparación patrimonial por parte del Estado, porque los mismos son constitutivos de fuerza mayor, esto es, imprevisibles e irresistibles. 

No obstante, se ha admitido que hay lugar a condenar al Estado por hechos que se califican como terroristas, cuando en la producción del daño ha mediado una falla del servicio por ineficacia, retardo u omisión, lo cual se ha considerado que ocurre cuando los funcionarios públicos participan directamente en la comisión del hecho; o cuando la víctima, o la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y ésta no se le brindó, o cuando en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible. 

Con fundamento en este título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en casos como la toma del Palacio de Justicia
; el homicidio cometido contra integrantes de una comisión de la Rama Judicial por paramilitares, con la complicidad de miembros activos del Ejército
; la muerte de un guardián de un centro penitenciario como consecuencia de un ataque guerrillero
.

3. La Sala aplicó el régimen de daño especial para reparar los perjuicios sufridos por las víctimas de la onda explosiva que causó la bomba dirigida contra el director del DAS el 30 de mayo de 1989
, en la sentencia proferida el 23 de septiembre de 1994, EXP. 7577.

En esa providencia se precisaron algunos elementos de la responsabilidad del Estado por hechos terroristas, los cuales se consideró debían definirse a partir de sus móviles, que se orientan a socavar las instituciones, con el fin de destruirlas o de obtener concesiones importantes; se estableció que en este tipo de eventos el vínculo causal se genera porque el ataque se dirige contra un establecimiento militar del gobierno, un centro de comunicaciones al servicio del mismo o un personaje representativo de la cúpula administrativa; se precisó que los damnificados ajenos al conflicto deben ser indemnizados, pues no tienen por que soportar los daños que se generan como consecuencia de la defensa del orden institucional frente a las fuerzas de la subversión y además, la decisión se fundamentó en los principios de equidad y solidaridad. 

4. La jurisprudencia también ha utilizado el régimen de riesgo excepcional para resolver este tipo de eventos. Así, consideró la Sala que procedía la reparación a cargo del Estado, en el caso de la muerte de un ciudadano ocurrida durante un ataque dinamitero dirigido por un grupo subversivo contra la fuerza pública, porque éste “fue sometido por parte de la administración a soportar un riesgo excepcional, el cual no estaba en la obligación de padecer. Riesgo éste que fue creado por la actividad desarrollada por la fuerza policial en cumplimiento de la restauración del orden público, que se vio alterado por los atentados dinamiteros perpetrados por grupos criminales del sector”
. 

5. Con fundamento en razones de equidad y solidaridad, también el legislador ha adoptado disposiciones especiales con el fin de prestar ayuda humanitaria a las víctimas del terrorismo. Dichas medidas fueron adoptadas inicialmente por el Gobierno a través del decreto legislativo 444 de 1993, dictado con base en las facultades de la declaratoria de conmoción interior (art. 213 Constitución Política) y posteriormente fueron acogidas por el legislador en las leyes 104 de 1993, 241 de 1995,  418 de 1997, 548 de 1999, que a su vez fue prorrogada por cuatro años más y parcialmente modificada por la ley 782 de 2002, disposiciones en las cuales se asigna a la Red de Solidaridad Social la facultad de otorgar dicha compensación.

El artículo 16 de la última ley citada dispone que las víctimas de la violencia política, entendidas como tales, según el artículo 15 de la misma ley, “aquellas personas de la población civil que sufran perjuicios en su vida, o grave deterioro en su integridad personal o en sus bienes, a causa de atentados terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres en el marco del conflicto armado interno”, recibirán ayuda humanitaria
, la cual se otorga en desarrollo del principio de solidaridad social y en razón del daño especial sufrido por éstas.

6. La falta de coherencia en la utilización de esos regímenes se ha presentado no sólo al decidir procesos basados en hecho similares, sino en la invocación de distintos regímenes para fundamentar la responsabilidad del Estado. Por ejemplo, en la sentencia del 23 de septiembre de 1994, ya citada, se invocó el daño especial, el riesgo excepcional e inclusive, los  principios  de  equidad y  solidaridad
,  tal como  se  advierte en el siguiente extracto: 

“Frente a la realidad que se deja detallada, la Sala encuentra que en el caso en comento sí es posible aplicar el régimen de RESPONSABILIDAD POR DAÑO ESPECIAL. Por ello se patrocina la argumentación que se recoge en el fallo impugnado, en uno de cuyos apartes se lee:

‘De lo dicho, y para hechos como el que se dirime, observa la Sala, sí puede deprecarse declaratoria de responsabilidad. Esta tiene como razón, el reparar daños ocasionados como consecuencia de un riesgo de naturaleza excepcional, a que se ven sometidos los administrados, cuando el Estado combate las fuerzas ilegales que quieren aniquilarlo o destruirlo" (C.1, fol. 113). (Subrayas de la Sala). 

Para la Corporación, el atentado contra el Brigadier General Miguel Alfredo Maza Márquez fue un "ACTO TERRORISTA" que, por lo mismo, se orientaba socavar las instituciones, lo que explica la selección del personaje contra el cual se ejecutó. El fenómeno violento se dirigió pues, contra la organización estatal, con el fin de destruirla, o a la búsqueda de concesiones importantes, para quienes seleccionan esa forma de lucha:

...

Ahora bien: si en ese enfrentamiento propiciado por los terroristas, contra la organización estatal, son sacrificados ciudadanos inocentes, y se vivencia que el OBJETO DIRECTO de la agresión fue UN ESTABLECIMIENTO MILITAR DEL GOBIERNO, UN CENTRO DE COMUNICACIONES, al servicio del mismo, o un personaje representativo de la cúpula administrativa, etc., se impone concluir que en medio de la lucha por el poder se ha sacrificado un inocente, y, por lo mismo, los damnificados no tienen por qué soportar solos el daño causado...En el caso sub -  exámine el daño resulta antijurídico, porque un grupo de personas, o una sola de éstas, no tiene por qué soportar los daños que se generan con motivo de la defensa del orden institucional, frente a las fuerzas de la subversión. El actuar de la administración, en estos casos, es LICITO, pero ello no la libera del deber jurídico de indemnizar los daños que cause con tal motivo. 

Como se puede apreciar, el PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD POR DAÑO ESPECIAL se informa, a su vez, en razones de EQUIDAD, criterio auxiliar en la actividad judicial...

...

Al dejar bien precisado que esta sentencia se informa también en la EQUIDAD, quede en claro que para llegar a ella la Sala ha hecho suya la perspectiva de cuestionamiento que el ilustre filósofo aconseja al juez, cuando le exige: "...determinar qué pensaría que es justo e injusto si cada uno de esos intereses fuera tan enteramente el suyo como de hecho son los de otras personas, y de prestar su juicio sobre el caso tal como le parece que su sentido de la justicia exige tras haber articulado en su mente con todo cuidado los problemas que hay que decidir"

...

Para quienes suelen sorprenderse por la cadena ininterrumpida de condenas que la justicia contencioso-administrativa profiere a diario, contra la administración, parece conveniente recordarles que ellas se apoyan en el artículo 90 de la Constitución...La definición misma de Colombia, como un Estado Social del Derecho, fundado en el respeto de la dignidad de la persona humana, y en la solidaridad de las personas que la integran, permite que el sentenciador maneje todo el campo de la responsabilidad del Estado con la solidez que tal normatividad tolera.  Un Estado Social de Derecho es, por definición, un Estado de Bienestar, del cual sus integrantes pueden esperar que se comporte, en todos los momentos de su accionar, conforme a la ley y al derecho, es decir, que por su acción o por su omisión no los LESIONE.  El respeto a la dignidad de la persona humana exige que no se admita discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, opiniones o creencias.  Por ello no se la puede privar de la vida, ni torturar, ni quitarle el espacio de libertad que le corresponde, para la defensa de sus ideales” (subrayas fuera del texto).

En decisiones más recientes, la Sala precisó que el Estado es responsable de los daños sufridos por las víctimas de atentados terroristas cuando ha incurrido en falla del servicio de vigilancia y protección o cuando la entidad, en desarrollo de una actividad tendiente a proteger a la comunidad en general, pone en riesgo a un grupo particular de ciudadanos. Cuando el riesgo creado por el Estado se realiza, los perjudicados pueden demandar la reparación del daño, con fundamento en la ruptura del equilibrio de las cargas públicas. Dijo la Sala: 

“...con base en el análisis de los casos antes citados, se concluye que el Estado sólo fue condenado en aquéllos en que no se pudo establecer la existencia del hecho de un tercero, como causal de exoneración de responsabilidad, dado que el mismo no resultaba ajeno a la acción u omisión del Estado.  Y para ello, la Sala debió precisar, en cada caso, cual era el alcance de su deber de vigilancia y protección.  Es ésta la razón por la cual se acudió, en algunos eventos, al concepto de relatividad de la falla del servicio, que más precisamente alude a la relatividad de las obligaciones del Estado y, por lo tanto, permite determinar, en cada situación particular, si el daño causado resulta o no imputable a la acción u omisión de sus agentes.  En otros eventos, como se vio, la imputabilidad surge de la creación de un riesgo,  que es considerado excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una actividad dirigida a proteger a la comunidad en general. No se trata aquí, entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
.

Se aclara que los actos terroristas son imputables al Estado no sólo cuando el riesgo que crea el Estado y que permite establecer el vínculo causal surge de una actividad dirigida a proteger a la comunidad, como un establecimiento militar o policivo, sino, además, cuando el ataque se dirige directamente contra un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal, como se consideró en la sentencia del 23 de septiembre de 1994 ya citada, o en forma más general, cuando el blanco es “un objeto claramente identificable como del Estado”
. 

Considera la Sala que no hay razón para limitar la responsabilidad estatal a los eventos en los cuales el ataque terrorista se dirige contra un objetivo militar o policivo, sino que debe extenderse a todos aquellos casos en los que el blanco sea “un objeto claramente identificable como del Estado”, ya que la justificación para establecer el vínculo causal es la misma: el riesgo particular que se crea con una actividad que ha sido elegido por los terroristas como objetivo. Tal es el caso del oleoducto, como más adelante se verá.

V. El caso concreto.

1. En relación con las circunstancias en las cuales se produjo la conflagración que causó las lesiones y daños materiales a los demandantes, obran en el proceso las siguientes pruebas:

1.1. El testimonio rendido en el proceso No. 12.916 por los señores Francisco Ricardo Rosero (fls. 56-58 C-2), Rosario Vargas de Cabezas (fls. 58-60 C-2), Miriam del Carmen Alvarez González (fls. 61 y 63 C-2), Rodrigo Henry Flórez López (fls. 62 y 64-66 C-2), Luis Bayardo Chicaiza (fls. 70-72 C-2), Paulina Delgado Santander (fls. 91-93 C-2), Herminsul Arnulfo Montenegro Coral (fls. 94-96 C-2) y Julio Arturo Acosta (fls. 96-98 C-2), y en el proceso No. 13.627 José Campo Elías Mier (fls. 218-219),  Fredy Gustavo Ortiz Delgado (fls. 229-232), Arcelia Padilla Velásquez (fls. 252-254), César Hernando Salazar (fls. 255-256), Jesús Benjamín Ortiz Castro, Benjamín Ortiz Araujo y Elsa Concepción Castro (fls. 257-266), quines relataron que el 29 de septiembre de 1992, en el municipio de Ricaurte, Nariño, en horas de la noche se escuchó una explosión y poco después se produjo un incendio. La señora Matilde Isabel Chicaiza y su hija Pastora Chicaiza, que estaban en esa fecha en la zona urbana del municipio, momentos después de escuchar la explosión se dirigieron a su residencia, ubicada en la vereda San Pablo, para lo cual debían atravesar los terrenos por donde cruza el oleoducto. Repentinamente se produjo una conflagración que las alcanzó, al igual que al joven Jesús Benjamín Ortiz causándoles quemaduras de segundo grado. Aclararon que por ese sector, el oleoducto se encuentra descubierto, sin ninguna protección; que las víctimas se fueron para sus casas después de escucharse la explosión porque consideraron que el peligro ya había pasado pues nunca habían ocurrido incendios posteriores a una explosión y que cuando el Ejército llegó al sitio ya se había producido el incendio.

1.2. El hecho fue atribuido por las autoridades militares a guerrilleros de las FARC, que durante los años 1991 y 1992 habían atentado contra el oleoducto Transandino de manera reiterada. El comandante del grupo mecanizado No. 3 del Ejército Nacional, a instancia de a quo (fls. 7-9 C-2), relacionó los atentados realizados al oleoducto Trasandino durante 1992, así:

“04-ENE-92: En la vereda el Guabo, jurisdicción del municipio de Piedrancha (N), campesinos de la región con el fin de conseguir trabajo por parte de la empresa petrolera en arreglos del oleoducto, lo dinamitaron a la altura del kilómetro 145, causando derrame de aproximadamente 20 barriles de crudo.

“07-FEB-92. A la altura del kilómetro 141, sitio el Alto, vereda Chambú, municipio de Piedrancha (N), fueron destruidos registradores para presión del oleoducto Trasandino, así como fue dinamitada una válvula de 14”, ocasionando daños materiales y derrame de crudo de 5.000 barriles aproximadamente.

“28-FEB-92: A la altura del kilómetro 169, casco urbano del municipio de Ricaurte (N), bandoleros de la XXIX cuadrilla de las FARC dinamitaron tramo del oleoducto Trasandino, no se presentó derrame de crudo.

“07-MAR-92: A la altura del kilómetro 173, en el sitio quebrada Guayabal, entre el municipio de Ricaurte y la vereda el Palmar, jurisdicción de este municipio, bandoleros de la XXIX cuadrilla de las FARC, dinamitaron tramo del oleoducto Trasandino.

“16-ABR-92: En la vereda Curcuel, municipio de Ricaurte, bandoleros de la XXIX cuadrilla de las FARC, dinamitaron tramo del oleoducto Trasandino, presentándose poco derrame de crudo, esto por estar suspendido el bombeo.

“03-MAY-92: A la altura del kilómetro 150, vereda el Carmelo, jurisdicción del municipio de Piedrancha (N), al parecer bandoleros de la XXIX cuadrilla de las FARC dinamitaron tramo del oleoducto Trasandino, causando únicamente abolladura en el tubo. No se presentó derrame de crudo.

“11-MAY-92: En la vereda El Palmar, corregimiento de Cartagena, municipio de Ricaurte (N), sujetos desconocidos colocaron una carga de explosivos en el oleoducto Trasandino, causando abolladura en el tubo. No se presentó derrame de crudo.

“20-JUN-92: Frente al municipio de Piedrancha (N), a la altura del Kilómetro 249+140, sujetos desconocidos colocaron una carga explosiva, causando abolladura en el tubo del oleoducto Trasandino.

“27-JUN-92: En el corregimiento de Cartagena, municipio de Ricaurte (N), a la altura del kilómetro 171+20, sujetos desconocidos colocaron una carga explosiva causando abolladura en el tubo del oleoducto Trasandino.

“11-JUN-92: A la altura del kilómetro 150+500, corregimiento el Calvario, municipio de Piedrancha (N), bandoleros de la XXIX cuadrilla de las FARC dinamitaron el oleoducto Trasandino causando abolladura en el tubo. No se presentó derrame; se encontraba suspendido el bombeo.

“13.JUN-92: En el sitio el Amarillo, vereda el Guabo, municipio de Piedrancha (N), bandoleros de las XXIX cuadrilla de las FARC dinamitaron tramo del oleoducto Trasandino, causando derrame de aproximadamente 10.000 barriles de crudo”.

1.3. De igual manera, el jefe del departamento de policía del Putumayo relacionó en el oficio que dirigió al a quo (fls. 13-14 C-2), los atentados que se realizaron contra el oleoducto Trasandino durante los años 1991 y 1992:

“Año 1991.

Enero 16 
Destrucción batería Sibundoy

Febrero 10 y 11  
Rotura por atentado dinamitero en el kilómetro 7-800 mts. y 13-000.

Marzo 25 y 28 
Rotura por atentado dinamitero kilómetro 12-70 y 9-500 mts.

Julio 02

Destrucción e incendio batería Sibundoy

Julio 02

Destrucción e incendio vehículos batería Quililí

Julio 12

Rotura por acción terrorista kilómetro 130

Agosto 7

Contaminación por atentado terrorista kilómetro 14-000

Diciembre 02
Contaminación río Guisia por atentado kilómetro 141

Diciembre 24
Abolladuras por atentado bomba kilómetro 155

...

Año 1992

Enero 04

Contaminación río Guisia por atentado dinamitero kilómetro 141

Febrero 06
Atentado kilómetro 131 estación reductora de amarillo destruida e incendiada estación repetidora amarillo.

Febrero 28
Atentado terrorista kilómetro 169-468 mts.

Marzo 06
Dinamitado el OTA en el kilómetro 130-500 mts.

Abril 16
Rotura por atentado terrorista kilómetro 125-500 mts.

Mayo 02
Abolladura por atentado dinamitero kilómetro 150-600 mts.

Mayo 11
Abolladura por atentado dinamitero kilómetro 173-500 mts.

Junio 07
Abolladura por atentado kilómetro 152-600 mts. y 173-200 mts. sector Ricaurte

Junio 20
Abolladura por atentado dinamitero kilómetro 149-140 mts.

Julio 27
Escape y contaminación por atentado dinamitero kilómetro 46-150 mts.

Agosto 16
Daños varios en el tubo por atentado terrorista kilómetro 54-172 mts.

Agosto 19
Daños varios en tubo por atentado terrorista kilómetro 62-334 mts.

Agosto 25
Rotura por atentado terrorista oleoducto Colón- Orito kilómetro 6-500 mts.

Noviembre 06
Ataque a la policía en bote Churuyaco

Noviembre 12
Abolladura por atentado terrorista kilómetro 174-100 mts.

Noviembre 22
Daños por atentado kilómetro 130-400 y 131-800 mts. 158-200 mts.

Diciembre 29
Rotura atentado terrorista kilómetro 17-000 mts.”.

1.4. En la diligencia de inspección judicial realizada por el a quo el 14 de noviembre de 1995 (fls. 76-87 C-2), se describió el sitio donde ocurrieron la voladura del oleoducto y el incendio, así como las condiciones en las cuales se encontraba aquél después de su reparación, destacando que el mismo se extiende sobre la superficie del terreno sin ninguna cubierta ni existen señales de peligro: 

“...en el barrio Cartagena perteneciente al poblado de Ricaurte, más propiamente en los terrenos de los señores José Torres y Maura Molina...en este inmueble...se encuentran aún restos calcinados o incinerados de una planta de helecho, que se encuentra semienterrada..., hay varias piedras con huellas de haber sido quemadas. El camino que conduce a San Pablo parte de la carretera nacional que de Pasto conduce a Tumaco, es decir, en el barrio Cartagena de este municipio, más precisamente en la casa de habitación donde funciona el restaurante El Viajero..., continuando por un sendero descendiente hasta llegar a un puente colgante...que pende sobre el río Guiza, luego sigue un sendero más amplio, de unos dos metros aproximadamente..., por allí corre una acequia de agua; este recorrido es descendente hasta llegar al sitio donde el camino y el oleoducto Trasandino se cruzan, ya esto en la vereda San Pablo, en una distancia de sesenta y cinco metros aproximadamente, esto tomándolo linealmente, teniendo en cuenta como punto de partida el mencionado puente. En este cruce se observa el oleoducto Trasandino descubierto, a una altura sobre la tierra de veinte centímetros aproximadamente, con sus bases de cemento, el mismo que atraviesa la cabecera del inmueble del señor José Torres, a seis metros del cruce (el oleoducto Trasandino se encuentra recubierto en concreto en un espacio de un metro), además se observa que el oleoducto ha sido reparado en un tramo de seis metros más o menos...El juzgado deja constancia que en aquel cruce y por donde atraviesa el oleoducto, no se observan señales o avisos de cuidado o peligro alusivos al oleoducto ni al personal que lo vigile o lo controle”.  

1.5. El superintendente de servicios técnicos distrito sur de ECOPETROL, en el informe rendido a instancia del a quo (fls. 100-101 C-3), en relación con el servicio de vigilancia que se presta en el sector donde ocurrió el hecho, precisó que éste corresponde a las autoridades del Estado pero que por la extensión del oleoducto no es posible garantizar en forma absoluta ese servicio:  

“No existe asignación puntual para ninguna autoridad militar o de policía en el sector Ricaurte Altaquer. Las estaciones de policía de los municipios de Piedrahancha, Ricaurte, Altaquer. El Diviso, por ser estamentos del Estado tácitamente deben ejercer vigilancia sobre el oleoducto porque también este es propiedad del Estado, pero su longitud y gran extensión de terreno que cruza tiene un grado extremo de dificultad garantizar su vigilancia”. 

1.6. En relación con la vigilancia que se presta al oleoducto, el jefe del departamento de oleoductos y vías de ECOPETROL (fls. 104-105 C-2), manifestó:

“...el oleoducto en toda su extensión es de 306 kilómetros línea de tubería; está expuesto a cualquier tipo de atentado terrorista debido a que es imposible cuidar metro a metro una línea que corre sobre una topografía de difícil acceso en la mayoría de su recorrido.

“Durante toda su existencia de 26 años ha sufrido ataques por actos subversivos, pero fue notorio a partir de 1991...

“Las acciones tomadas sobre la vigilancia del oleoducto, está circunscrito (sic) mediante un contrato entre el Ministerio de Defensa y ECOPETROL, bajo el aval del plan energético de vías que establece la protección al oleoducto Trasandino y sus instalaciones industriales en la siguiente forma;

“Desde Tumaco hasta la Guayacana la seguridad está a cargo del batallón de infantería de marina No. 2; desde la Guayacana hasta Alisales, el grupo Cabal de Ipiales en patrullas móviles y puestos fijos es estación No. 3 y No.4

“El comando específico ejerce vigilancia en el tramo Orito, Guamués y los demás oleoductos del distrito y tiene puestos fijos en Orito y la estación No.2. En el tubo no existe asignación puntual para ninguna unidad militar o de policía. En los sitios o cabeceras municipales donde existen estaciones de policía, por ser estamentos del Estado, tácitamente ejercen vigilancia sobre el oleoducto, por ser propiedad del Estado, pero por su longitud y gran extensión del terreno que cruza, tiene un grado extremo de dificultad para garantizar su vigilancia”.   

2. De las pruebas que obran en el expediente puede concluirse:

2.1. El oleoducto Trasandino y el camino que conduce a la vereda San Pablo, del municipio de Ricaurte, Nariño se cruzan en inmediaciones del terreno poseído por los señores José Torres y Alicia Molina. 

2.2. El oleoducto fue construido sobre la superficie del terreno y se encuentra descubierto, sin ninguna protección.

2.3. No existen señales en el lugar que alerten sobre ningún tipo de peligro.

2.4. Con anterioridad a la ocurrencia del hecho objeto de este proceso, grupos subversivos habían atentado continuamente contra el oleoducto, en particular se destacan los daños causados durante los años de 1991 y 1992.

2.5. La conflagración que causó las lesiones a la señora Matilde Chicaiza y a su hija se produjo después de la explosión.

2.6. Los habitantes del sector no habían sido advertidos sobre los accidentes que pudieran causarse con posterioridad a una explosión del oleoducto.

2.7. Las víctimas debían cruzar la intersección del oleoducto y el camino que conduce a la vereda San Pablo para llegar a su residencia.

Con fundamento en las pruebas anteriores, considera la Sala que si bien las autoridades militares y de policía, debían ejercer vigilancia sobre el oleoducto y prestar el servicio de seguridad a los habitantes del sector, por ser reiterado el ataque de grupos subversivos en contra del mismo, no puede considerarse que incurrieron en falla del servicio, pues no era posible establecer una vigilancia permanente sobre todo su recorrido, en razón de su extensión.

Los militares, de acuerdo con la versión de los testigos, llegaron al sitio minutos después de escucharse la explosión, pero cuando ya se había producido el incendio. Sin embargo, no hay lugar a considerar que su intervención fuera tardía o inoportuna, pues entre el momento de la explosión y de la conflagración transcurrieron varios minutos (que los testigos no precisan), pero que se considera fue el tiempo necesario para su desplazamiento al lugar del hecho.

Tampoco puede considerarse que ECOPETROL hubiera incurrido en falla del servicio por no recubrir el oleoducto ni por omitir la instalación de señales que advirtieran sobre las consecuencias que pudiera generar una explosión de éste, ya que se trata de hechos imprevisibles para la entidad, ajenos al funcionamiento mismo de la actividad que desarrolla.

En síntesis, ni la Nación- Ministerio de Defensa, ni la Empresa Colombiana de Petróleos incurrieron en fallas del servicio. Por lo tanto, no le son imputables a este título las lesiones sufridas por las víctimas ni los demás daños materiales aducidos en la demanda. 

De acuerdo con las pruebas que obran en el expediente, el hecho fue causado por grupos subversivos, que, como es de público conocimiento, han ejercido ese tipo de sabotaje a la infraestructura petrolera del país como una forma de rechazo y arma de presión para influir en políticas gubernamentales relacionadas con la explotación económica de este bien estatal, de tal manera que el ataque reiterado a las redes puede ser considerado una actividad terrorista.

En consecuencia, en el caso concreto, se trata de un atentado contra un bien estatal, producido por la subversión, que lo ha identificado como un objetivo de ataque en su lucha contra las políticas gubernamentales y por lo tanto, los demandantes como víctimas inocentes de esa confrontación, no tienen porqué soportar las consecuencias dañinas del mismo. 

En otros términos, a pesar de que no hay razón para imputar una falla del servicio contra ECOPETROL al fijar las políticas petroleras a las que se oponen los grupos subversivo o al extender las redes de transporte del combustible por la zona en que ocurrió el hecho, o por no impedir o no advertir del riesgo de una conflagración posterior a un atentado contra el oleoducto, en el caso concreto esa entidad debe reparar los perjuicios causados a los demandantes porque el ataque estuvo dirigido contra un bien estatal; tuvo como finalidad crear condiciones de zozobra e inestabilidad colectiva; fue realizado por un grupo organizado que se opone en forma abierta al gobierno y en especial a la política petrolera del Estado; la entidad es propietaria de las redes que transportan el combustible. 

VI. La ausencia de culpa de la víctima.

El Ministerio de Defensa y ECOPETROL manifestaron que el daño es imputable a las propias víctimas, al transitar por el lugar de manera prevenida e irresponsable, y que si no era perceptible para cualquier persona, “tampoco lo era para el personal militar acantonado en ese lugar ya que el conocimiento sobre hidrocarburos no está dentro de la instrucción que reciben, en cuyo evento si hubiera sido conocido el riesgo por los miembros del Ejército Nacional, se hubieran también alejado del sector”.

Considera la Sala que las víctimas no incurrieron en culpa porque la conflagración era también imprevisible para ellas. Esta se produjo, al parecer, como consecuencia de la evaporación de los gases, que emanaron del oleoducto, posteriores a la explosión. A pesar de que con anterioridad habían ocurrido otros atentados contra el oleoducto, no se había producido una conflagración posterior a la misma, por lo cual los habitantes del municipio no tenían por qué conocer esa situación, ni habían sido advertidas de ella por la empresa demandada y por lo tanto, no puede serles imputable el hecho a título de culpa.

En este orden de ideas, se condenará a la Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL S.A., pero se absolverá a la Nación- Ministerio de Defensa- porque el hecho no le es imputable ni a título de falla del servicio ni de responsabilidad objetiva por riesgo, por no ser la propietaria de las redes de transporte del combustible contra las cuales se dirigió el ataque. 

VII. La indemnización de perjuicios.

1. Obran en el expediente copias de los registros civiles de matrimonio de los señores Plinio Nel Montilla Meneses y Matilde Isabel Chicaiza Fajardo; del nacimiento de Pastora, Franklin Eliécer, Leonel Alexander Montilla Chicaiza; Teresita de Jesús Chicaiza, Liliana del Socorro Chicaiza y Jair Alberto Agredo Chicaiza (fls. 53, 55-59 C-1 y 18 C-2, exp: 12.916), con los cuales quedó acreditado que la señora Matilde Isabel Chicaiza es la madre de los demás demandantes y por lo tanto, éstos son hermanos de la menor Pastora Montilla Chicaiza. 

En relación con las lesiones sufridas por la señora Matilde Isabel Chicaiza Fajardo, obra certificación expedida por el jefe de servicios ambulatorios del hospital departamental de Pasto, en el consta que:

“la señora MATILDE CHICAIZA, con historia clínica No. 13-01-61 fue hospitalizada en esta institución el día 30 de diciembre de mil novecientos noventa y dos, hasta el 12 de enero de 1993, con diagnóstico de quemadura grado II 35%. Se le realizó cirugía de limpieza debridamiento” (fl. 24 C-1, exp: 13.627). 

Obra además, el dictamen realizado por el médico legista del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el 19 de febrero de 1996 (fl. 117 C-2), en el cual se afirmó que 

“presenta cicatriz antigua en tercio medio de cara anterior muslo izquierdo que mide 7 x 6 cm. No ostensible, plana, levemente hipercrómica. 

“Por la evolución de la lesión no se puede definir elemento causal o incapacidad, la lesión no deja secuelas”. 

En relación con las lesiones sufridas por la menor Pastora Montilla Chicaiza, fue allegado al proceso certificación expedida por el médico de servicios ambulatorios del hospital departamental de Pasto, según el cual,

“la señora (sic) PASTORA MONTILLA, con historia clínica No. 13-01-60 fue hospitalizada en esta institución el día 30 de diciembre de 1992, hasta el 15 de enero de 1993, con diagnóstico de honda de calor miembros inferiores, se le realizó cirugía de debridamiento” (fls. 23 C-1, exp: 13.627).

El jefe de servicios ambulatorios del hospital departamental de Nariño rindió dictamen pericial sobre las secuelas ocasionadas a la menor Pastora Montilla Chicaiza:

“La paciente PASTORA MONTILLA CHICAIZA...fue valorada por el servicio de dermatología de esta institución encontrándose cuadro clínico de más o menos tres años de evolución, consistente en quemadura de 2 grado- 40%, cicatrices la mayoría en buena condición. No se justifica cirugía. Diagnóstico definitivo. CICATRICES HIPERTROFICAS EN ANTEBRAZOS Y MIEMBROS INFERIORES” (fl. 313 exp. 13.627).  

Sobre los perjuicios morales sufridos por los demandantes con el hecho, declararon los señores Arcelia Padilla Velásquez, Cesar Hernando Salazar (fls. 252-256 exp: 13.627).

La parte demandante aportó recibo de caja menor a nombre del señor Héctor Martínez, por pago de transporte de las víctimas desde el municipio de Ricaurte al de Túquerres (fl. 78 C-1, exp: 12.916), pero no consta en el mismo quién realizó dicho gasto.  

También aportaron copias de recibos por alimentación, arrendamiento y fórmulas médicas que se afirma debieron cancelar las demandantes (fls. 79-103 C-1). No obstante, estos documentos no pueden ser tenidos en cuenta para calcular el perjuicio material porque se aportaron en copia simple y en relación con ellas no se cumplen los presupuestos señalados en los artículos 254 y 252 del Código de Procedimiento Civil.

Por lo tanto, se reconocerán perjuicios morales a favor de los demandantes, por los lesiones sufridas por la señora Matilde Chicaiza y la menor Pastora Montilla Chicaiza, en los siguientes valores: 50 salarios mínimos mensuales para las lesionadas y 30 para los demás demandantes, en consideración a la gravedad de las lesiones y al dolor que éstas pudieron causarles, los cuales equivalen a $16.600.000 y $9.960.000, respectivamente.   

Además, se reconocerá a favor de la señora Matilde Chicaiza el valor del lucro cesante por el tiempo que duró la hospitalización (14 días), con base en el salario mínimo legal vigente en la época en que sufrió la incapacidad, porque no se acreditó que recibiera una suma mayor. No se reconocerá este valor a favor de la menor Pastora Isabel Chicaiza porque no se demostró que a su edad desarrollara una labor remunerativa.

El valor del salario mínimo legal vigente para 1993 era de $81.510, que actualizado a la fecha de la sentencia equivale a:

Ra = R  I. final    (octubre 2003)         

             I. inicial (enero de 1992) 

Ra = $81.510  144.31
                         27.57
Ra = $426.649 mensuales, o sea, $14.222 diarios.

Por los 14 días que estuvo hospitalizada tiene derecho a recibir $199.108.

No se reconocerán perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante a favor de las demandantes porque no se acreditó su pérdida de la capacidad laboral.  

2. Se aportó copia de la escritura pública No. 18 del 30 de marzo de 1986 de la Notaría de Ricaurte (fls. 105-107 C-1), mediante la cual los señores José Arquímides Torres Quiroz y Alicia Molina Rosero adquirieron “acciones y derechos” sobre “un lote de terreno denominado Chinguas, de dos hectáreas de longitud, situado en San Pablo Pueblo Viejo”, del municipio de Ricaurte, “cultivado de pastos de gramalote, árboles de limón, guabos y parte en rastrojo”.

Según la demanda, el incendio afectó los cultivos de plátano y caña. Aunque algunos testigos y en particular, el señor Luis Bayardo Chicaiza (fls. 236-238, exp: 13.627) se refieren a tales cultivos y a los daños, no precisan la cantidad de árboles que sufrieron daño, ni la proporción del mismo.

En la diligencia de inspección judicial realizada por el a quo el 14 de noviembre de 1995, al terreno de propiedad de los señores José Torres y Maura Molina (fls. 76-87 C-2), se observó:

“...en este inmueble se observa que existen cultivos de caña de azúcar, algunas plantas de plátano y arbustos propios de la región, en él se encuentran aún restos calcinados o incinerados de una planta de helecho, que se encuentra semienterrada en la tierra (sic), hay varias piedras con huellas de haber sido quemadas”.

ECOPETROL les dio $430.000,oo para la limpieza de los terrenos (fl. 85 C-2).

En este orden de ideas, no está acreditado el daño sufrido por los demandantes. No se demostró que las plantaciones hubieran sido afectadas con el incendio, ni que el terreno hubiera sufrido daños que impidieran su utilización, como tampoco el perjuicio moral que hubiera derivado de la conflagración. Por lo tanto, se negarán las pretensiones de estos demandantes.

VIII. La ausencia de responsabilidad del llamado en garantía.

La empresa ECOPETROL llamó en garantía a la Nacional Compañía de Seguros S.A. y para el efecto, aportó al proceso la póliza de todo riesgo para industria petrolera No. 160970 (fls. 186-200 C-1), en la cual figura como asegurado-tomador la Empresa Colombiana de Petróleo (ECOPETROL) y como asegurador La Nacional Compañía de Seguros Generales de Colombia S.A., con vigencia desde el 10 de noviembre de 1991 hasta el 9 de noviembre de 1994. En el artículo 2 de la póliza, que trata de los amparos y exclusiones de la cobertura de responsabilidad civil extracontractual, se establece:

“Exclusiones: La presente póliza no ampara ni se refiere a la responsabilidad civil derivada:

...

8. De guerra, motín, asonada, terrorismo y actos mal intencionados de terceros”.

En consecuencia, no habrá lugar a condenar a la entidad aseguradora porque se trata de un acto terrorista y por lo tanto, excluido del amparo.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA   
REVÓCANSE las sentencias proferidas por el Tribunal Administrativo de Nariño el 27 de septiembre de 1996 y del 10 de marzo de 1997, las cuales quedarán así:

Primero. DECLARASE responsable a la EMPRESA COLOMBIANA DE PETROLEOS S.A. –ECOPETROL S.A.-, de los perjuicios sufridos por los demandante en los hechos ocurridos el 29 de diciembre de 1992 en el municipio de Ricaurte, Nariño.

Segundo. CONDENASE a ECOPETROL a pagar por concepto de daños morales a MATILDE ISABEL CHICAIZA FAJARADO y PASTORA MONTILLA CHICAIZA, la suma de dieciséis millones seiscientos mil pesos m.l. ($16.600.000), para cada una, y a favor de ELIÉCER MONTILLA CHICAIZA, LEONEL ALEXANDER MONTILLA CHICAIZA, JAIR ALBERTO AGREDO CHICAIZA, TERESITA DE JESÚS CHICAIZA y LILIANA DEL SOCORRO CHICAIZA, la suma de nueve millones novecientos sesenta mil pesos m.l. (9.960.000), para cada uno. 

Tercero. CONDENASE a ECOPETROL a pagar a, por concepto de perjuicios materiales la suma de ciento noventa y nueve mil ciento ocho pesos m.l. ($199.108), a favor de la señora MATILDE ISABEL CHICAIZA FAJARDO.

Cuarto. ABSOLVER a la NACIÓN- MINISTERIOS DE MINAS Y ENERGIA Y DE DEFENSA y a la empresa LA NACIONAL COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A, llamada en garantía.

Quinto. DENIEGANSE las demás pretensiones de las demandas.

Sexto. Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del decreto 359 del 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la demandante serán entregadas al apoderado judicial que la ha venido representando.

Séptimo. Cúmplase lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del C.C.A.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE

GERMAN RODRÍGUEZ VILLAMIZAR        MARIA ELENA GIRALDO GOMEZ              

               Presidente de Sala 

ALIER E. HERNANDEZ ENRIQUEZ           RICARDO HOYOS DUQUE  

RAMIRO SAAVEDRA BECERRA

SALVAMENTO DE VOTO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – Diferencia entre el régimen de riesgo excepcional y daño especial / DAÑO ESPECIAL – improcedencia de aplicación en casos de actos terroristas / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO – No es procedente la aplicación del daño especial

En primer lugar, debo advertir que si bien en dicho providencia se presenta, en términos generales, la evolución que ha tenido lo jurisprudencia de la Corporación en materia de responsabilidad del Estado en los casos de daños causados como consecuencia de actos terroristas, y se cita, en último término, la sentencio del 10 de agosto de 2000 (expediente 11.585), reiterada en algunos pronunciamientos posteriores, no se precisa suficientemente, en mi opinión, la distinción que existe entre los regímenes de riesgo excepcional y daño especial, de cuyo comprensión resulta evidente la improcedencia de la aplicación de éste último en los casos mencionados. En efecto, el régimen de daño especial supone siempre, a más de lo verificación del carácter anormal del perjuicio -representado en la imposición al demandante de un sacrificio especial que rompe el equilibrio habido previamente entre él y los demás ciudadanos frente o los cargas públicas-, la existencia de una relación de causalidad directa entre una acción legítima del Estado y el daño causado. De otro modo, se prescindiría indebidamente de la imputabilidad, como elemento estructural de lo responsabilidad. En consecuencia, no es admisible la aplicación de dicho régimen en los eventos en que el perjuicio es ocasionado directamente por un tercero; en ellos, la responsabilidad del Estado podrá encontrar su fundamento en la falla del servicio, en cuanto la actuación de aquél resulte previsible para éste, quien tendrá, por lo tanto, el deber de evitarla, o en el riesgo excepcional, cuando la actuación de ese tercero constituya la concreción de un riesgo consciente y lícitamente creado por el Estado. Considero que deben mantenerse, en ese sentido, las conclusiones consignadas en la sentencia del 10 de agosto de 2000, anteriormente mencionada. La diferenciación clara que existe entre los supuestos de los distintos regímenes permite concluir, por lo demás, que resulta imposible la aplicación de varios de ellos a un mismo caso, como se hizo en el fallo del 23 de septiembre de 1994 (expediente 7577), citado en la providencia de la que me aparto.

SALVAMENTO DE VOTO / DISTRIBUCIÓN DE LAS CARGAS PÚBLICAS / PRINCIPIO DE IGUALDAD FRENTE A LAS CARGAS PÚBLICAS – Está presente en todos los regímenes de responsabilidad del Estado / PRINCIPIO DE IGUALDAD FRENTE A LAS CARGAS PÚBLICAS – Particularidades de aplicación en el daño especial
En primer lugar, debo advertir que si bien en dicho providencia se presenta, en términos generales, la evolución que ha tenido lo jurisprudencia de la Corporación en materia de responsabilidad del Estado en los casos de daños causados como consecuencia de actos terroristas, y se cita, en último término, la sentencio del 10 de agosto de 2000 (expediente 11.585), reiterada en algunos pronunciamientos posteriores, no se precisa suficientemente, en mi opinión, la distinción que existe entre los regímenes de riesgo excepcional y daño especial, de cuyo comprensión resulta evidente la improcedencia de la aplicación de éste último en los casos mencionados. En efecto, el régimen de daño especial supone siempre, a más de lo verificación del carácter anormal del perjuicio -representado en la imposición al demandante de un sacrificio especial que rompe el equilibrio habido previamente entre él y los demás ciudadanos frente o los cargas públicas-, la existencia de una relación de causalidad directa entre una acción legítima del Estado y el daño causado. De otro modo, se prescindiría indebidamente de la imputabilidad, como elemento estructural de lo responsabilidad. En consecuencia, no es admisible la aplicación de dicho régimen en los eventos en que el perjuicio es ocasionado directamente por un tercero; en ellos, la responsabilidad del Estado podrá encontrar su fundamento en la falla del servicio, en cuanto la actuación de aquél resulte previsible para éste, quien tendrá, por lo tanto, el deber de evitarla, o en el riesgo excepcional, cuando la actuación de ese tercero constituya la concreción de un riesgo consciente y lícitamente creado por el Estado. Considero que deben mantenerse, en ese sentido, las conclusiones consignadas en la sentencia del 10 de agosto de 2000, anteriormente mencionada. La diferenciación clara que existe entre los supuestos de los distintos regímenes permite concluir, por lo demás, que resulta imposible la aplicación de varios de ellos a un mismo caso, como se hizo en el fallo del 23 de septiembre de 1994 (expediente 7577), citado en la providencia de la que me aparto. Debe anotarse, adicionalmente, que el principio del equilibrio de las cargas públicas de los ciudadanos -cuyo sustento constitucional puede encontrarse en el derecho a la igualdad y en el principio de equidad-, está siempre presente, en todos los regímenes, como fundamento de la obligación de indemnizar a cargo del Estado, pero sólo tiene tal carácter de modo inmediato en el de daño especial (sic). Esto explica que éste haya sido considerado tradicionalmente por la jurisprudencia como un fundamento subsidiario de la responsabilidad estatal y, por lo tanto, que su aplicación se haya condicionado a la imposibilidad de resolver el caso concreto con fundamento en los demás regímenes.

SALVAMENTO DE VOTO / PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD – Improcedencia de aplicación para fundamentar la responsabilidad del Estado / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO
En segundo lugar, en lo que se refiere al recurso al principio de solidaridad para fundar la responsabilidad del Estado, aspecto al que también se alude, sin comentarios especiales, en la sentencia aprobada por lo mayoría de la Sala, considero necesario precisar que el mismo es totalmente improcedente. En efecto, la solidaridad constituye un principio constitucional en el que se funda la organización de Colombia como Estado social de derecho, y con arreglo al cual, por lo misma razón, se prestan los servicios públicos de seguridad social y salud pública; es, además, un deber ciudadano que nos impone desarrollar acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas (artículos 1, 48, 49 y 95 de la Constitución Política). En ese sentido, la solidaridad alude a la búsqueda de la garantía de mejores condiciones para las personas menos favorecidas, por razones estructurales o coyunturales de la vida de la Nación, y si bien está relacionada con el principio de igualdad, en cuanto el Estado está obligado a buscar su realización efectiva, adoptando medidas a favor de grupos discriminados o marginados, y protegiendo especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (artículo 13 de la Constitución Nacional), su desarrollo se impone al margen de la existencia o inexistencia de los elementos que configuran la responsabilidad en los casos concretos, es decir, al margen de que la condición de debilidad o inferioridad de dichas personas pueda o no atribuirse jurídicamente a alguna entidad estatal. Por lo anterior y en la medida en que, a la luz del artículo 90 de la Constitución, el Estado sólo está obligado a indemnizar los daños antijurídicos que le sean imputables, no cabe duda de que la solidaridad no podría constituir, de ninguna manera, un fundamento válido de la responsabilidad de aquél. Por la misma razón, es claro que las normas contenidas en el Decreto Legislativo 444 de 1993 y, posteriormente, en las Leyes 104 de 1993, 241 de 1995 y 418 de 1997 (ésta última prorrogada por la Ley 548 de 1999 y, luego, modificada y prorrogada parcialmente por la Ley 782 de 2002), por las cuales se adoptaron, entre otras, algunas medidas especiales para atender a las víctimas de hechos violentos que se susciten en el marco del conflicto armado interno, tales como atentados terroristas, combates, ataques y masacres, constituyen un desarrollo típico del principio de solidaridad, y no del de responsabilidad. Lo mismo puede decirse de las distintas disposiciones que, en algunos eventos, se han adoptado con el fin de ofrecer ayuda urgente a las víctimas de desastres naturales, que, como hechos generalmente constitutivos de fuerza mayor, excluyen de modo evidente la responsabilidad estatal. Así las cosas, el artículo 16 de la ley 418 mencionada, citado en el fallo del que me aparto, en cuanto alude a la ayuda humanitaria que deben recibir las víctimas de aquellos hechos, "[e]n desarrollo del principio de solidaridad social, y dado el daño especial" (se subraya) por ellas sufrido, no puede llevar a confusión, la norma se refiere, sin duda alguna, a la afectación particular padecida por determinadas personas, que las somete a condiciones de inferioridad respecto del resto de la comunidad y justifica, por lo tanto, el ofrecimiento a su favor de una ayuda urgente, independientemente de las circunstancias concretas en que tal afectación se haya producida en el marco del conflicto armado. No podría pensarse, entonces, ni por asomo, que esta norma pretende encontrar la razón de ser de tal ayuda en la teoría del daño especial, que sirve para fundar la responsabilidad del Estado. Lo anterior explica que, en el artículo 47 de la misma ley, se haya establecido que la asistencia prestada a las víctimas "no implica el reconocimiento por parte de la Nación o de la respectiva entidad de responsabilidad alguna por los perjuicios causados por tales actos".

SALVAMENTO DE VOTO / TERRORISMO – Precisiones sobre el concepto / ACTO TERRORISTA - Puede ser desarrollado directamente por agentes estatales contra ciertos grupos de ciudadanos y, eventualmente, inclusive, aquéllos pueden obedecer o una política trazada por los gobernantes / ACTO TERRORISTA - No es correcto afirmar que el terrorismo está dirigido siempre contra el Estado, y es claro que su responsabilidad surgirá en aquellos casos por estar demostrada una falla del servicio / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA – No hay a responsabilidad automática del Estado / ACTO TERRORISTA – Puede ser cualquier acto violento / ACTO VIOLENTO – No necesariamente es un acto terrorista / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO – Debe distinguirse entre los actos considerados legítimos a las normas del Derecho Internacional Humanitario y aquellos que se encuentran expresamente prohibidos
De otra parte, se concluye en el fallo del cual me aparto que el daño no puede ser imputado a las entidades demandadas a título de falla del servicio, dado que ésta no existió, y se expresa, en cambio, que sí puede serlo a título de riesgo excepcional. […] Y en cuanto al concepto de terrorismo, observa lo mayoría de la Sala que no existen en la doctrina y en la jurisprudencia definiciones precisas, no obstante lo cual indica que puede identificarse con "los actos de violencia con los cuales se pretende causar un efecto sicológico de terror, sin importar quienes sean las víctimas; utilizando medios de destrucción masiva, dirigidos contra el Estado con el fin de destruir o causar estragos, o al menos desestabilizar su organización u obtener considerables beneficios". En relación con esta argumentación, debo expresar que advierto la ausencia de distinciones que, en mi opinión, serían muy útiles para establecer si, en los casos concretos, los daños causados pueden ser imputados al Estado y, por lo tanto, si puede establecerse su responsabilidad. En primer término, es necesario precisar que el acto terrorista puede ser desarrollado directamente por agentes estatales contra ciertos grupos de ciudadanos y, eventualmente, inclusive, aquéllos pueden obedecer o una política trazada por los gobernantes. En ese sentido, no es correcto afirmar que el terrorismo está dirigido siempre contra el Estado, y es claro que su responsabilidad surgirá en aquellos casos por estar demostrada una falla del servicio. En segundo término, no puede perderse de vista que los actos violentos -entre ellos los que puedan ser considerados como atentados terroristas- pueden obedecer a distintas causas y a distintos fines, y que, cuando sus autores son personas no vinculadas a la organización estatal, esto es, terceros por cuyas acciones, en principio, el Estado no está obligado o responder, la imputabilidad sólo surgirá si puede concluirse que tales acciones podían ser evitadas por aquél, o constituían la concreción de un riesgo licito y conscientemente creado por el mismo, y es éste último evento el que ofrece dificultades. Sin pretender agotar el estudio de todas las hipótesis, considero que, tratándose de actos violentos -no necesariamente terroristas- realizados en el marco del conflicto armado interno, debe distinguirse entre aquéllos que se consideran legítimos -sin perjuicio de su condición de actos delictivos-, a la luz de las normas del Derecho Internacional Humanitario, y aquéllos que se encuentran expresamente prohibidos.

SALVAMENTO DE VOTO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / OBJETIVO MILITAR – Determinación de qué no es un objetivo militar / PRINCIPIO DE DISTINCIÓN – Aplicación para garantizar el respeto y la protección de la población civil y de los bienes de carácter civil / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO – Como consecuencia de actos violentos realizados por subversión no podrá ser considerado un acto previsible para el Estado
Sin pretender agotar el estudio de todas las hipótesis, considero que, tratándose de actos violentos -no necesariamente terroristas- realizados en el marco del conflicto armado interno, debe distinguirse entre aquéllos que se consideran legítimos -sin perjuicio de su condición de actos delictivos-, a la luz de los normas del Derecho Internacional Humanitario, y aquéllos que se encuentran expresamente prohibidos. Una regulación detallada en tal sentido, que no es del caso citar aquí in extenso, está contenida en los Protocolos I y II Adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949. Interesa únicamente indicar que, conforme a tal regulación, existen personas y bienes protegidos por el DIH, que no pueden ser considerados objetivos militares por las partes en conflicto. Conforme al artículo 48 del Protocolo I mencionado, con el fin de "garantizar el respeto y la protección de la población civil y de los bienes de carácter civil, las Partes en conflicto harán distinción en todo momento entre la población civil y combatientes y entre bienes de carácter civil y objetivos militares y, en consecuencia, dirigirán sus operaciones únicamente contra objetivos militares". El artículo 52 del mismo Protocolo establece que los bienes de carácter civil no serán objeto de ataque, ni de represalias, y que tienen tal carácter todos aquéllos que no son objetivos militares. También dispone que los objetivos militares, en lo que respecta a los bienes, "se limitan a aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida" (se subraya). Así las cosas, no cabe duda, en mi opinión, de que los daños causados en el marco del conflicto armado interno, como consecuencia de los actos violentos realizados por la subversión no podrán ser consideradas válidamente previsibles para el Estado Colombiano y, por lo tanto, como la concreción de un riesgo lícita y conscientemente creado por él, sino en cuanto estén dirigidos contra un objetivo militar.

SALVAMENTO DE VOTO / BIENES PROTEGIDOS – Presupuestos del bien protegido por el Derecho Internacional Humanitario / OLEODUCTO - No puede considerarse, en ningún caso, que un ataque perpetrado contra ellos por la guerrilla constituye la concreción de un riesgo válidamente asumido por el Estado en el marco del conflicto armado

[E]s claro, en mi opinión, que los oleoductos, como instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, son bienes expresamente protegidos por el DIH. Por esta razón, no puede considerarse, en ningún caso, que un ataque perpetrado contra ellos por la guerrilla constituye la concreción de un riesgo válidamente asumido por el Estado en el marco del conflicto armado y, por lo tanto, que su ocurrencia permita atribuirle a éste responsabilidad por los daños causados. Vista lo anterior, resulta incorrecta, según mi criterio, la argumentación contenida en el fallo del que me aparto, en el sentido de que, para imputar el daño al Estado a título de riesgo resultaba suficiente que la subversión hubiera identificado al Oleoducto Trasandino como "un objetivo de ataque en su lucha contra las políticas gubernamentales". En efecto, con fundamento en ella podría declararse la responsabilidad de la Nación en todos los casos en los que se produjera un ataque contra un bien estatal cualquiera, al margen de que el mismo no contribuyera, en modo alguno, a la acción militar, o de que su ataque no generara para el enemigo una ventaja militar. En otras palabras, la imputación al Estado de los daños causados por actos violentos perpetrados por la guerrilla podría establecerse aun en los eventos en que éstos resultaran ilegítimos y, por lo tanto, válidamente imprevisibles para aquél, a la luz de las normas que regulan los conflictos armados internos. El riesgo, en estas condiciones, dejaría de tener concreción, y podría considerarse creado por el Estado por el solo hecho de existir, lo cual, sin duda, excede con creces la configuración que la jurisprudencia ha hecho del régimen de riesgo excepcional. En este orden de ideas, considero que, en el caso concreto, debió exonerarse de responsabilidad a las entidades demandadas.

SALVAMENTO DE VOTO / ACTIVIDAD PELIGROSA – Explotación y transporte de hidrocarburos / ACTIVIDAD PELIGROSA – Explotación y transporte de petróleo / IMPUTACIÓN DEL DAÑO – Improcedencia porque el daño no fue producto del peligro que de ellas, por sí mismas, se deriva, como podría ser lo existencia de un escape, de un proceso de calentamiento, etc
Finalmente y sin perjuicio de lo expresado, las reflexiones anteriores me permiten criticar también, en cuanto me parece incongruente, el argumento planteado en el fallo aprobado por la mayoría de la Sección para imputar el daño a la Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL S.A., referido a la circunstancia de que dicha entidad era propietaria de las redes que transportaban el combustible contra las cuales se dirigió el ataque. De nuevo, en relación con este punto, habría sido necesario hacer distinciones que permitieran identificar a la persona pública a cargo de lo cual se encontraba la obligación de asumir las consecuencias del riesgo realizado. En efecto, aunque ECOPETROL S.A. tiene la condición de guardiana de las actividades peligrosas de explotación y transporte de hidrocarburos, es evidente que, en este caso, el daño no fue producto del peligro que de ellas, por sí mismas, se deriva, como podría ser lo existencia de un escape, de un proceso de calentamiento, etc. El daño ocurrió como consecuencia del ataque que sufrió el oleoducto por parte de un tercero, cuya actuación fue absolutamente necesaria y determinante para que se produjeran la explosión y el incendio posterior, de manera que su intervención rompería el nexo causal e impediría atribuirle responsabilidad a la empresa mencionada. Ahora bien, si se entendió que lo atribución del daño al Estado podía hacerse en virtud de que el ataque perpetrado por la subversión contra el oleoducto constituyó una agresión frente a aquél, cuyo fin era avanzar, en el marco del conflicto armado, en la lucha contra las políticas gubernamentales -sobre lo cual ya he formulado mis reparos-, la responsabilidad no podía declararse en relación con la empresa dueña del bien afectado, sino contra la Nación, representada por el Ministerio de Defensa, a cuyo cargo se encuentra la dirección y el desarrollo de la guerra interna, actividades completamente ajenas al objeto social de ECOPETROL.
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Con el respeto acostumbrado, presento a continuación los argumentos que me obligan a apartarme de la sentencia proferida por la Sección Tercera el 11 de diciembre de 2003, en el proceso de la referencia. 

1. En primer lugar, debo advertir que si bien en dicho providencia se presenta, en términos generales, la evolución que ha tenido lo jurisprudencia de la Corporación en materia de responsabilidad del Estado en los casos de daños causados como consecuencia de actos terroristas, y se cita, en último término, la sentencio del 10 de agosto de 2000 (expediente 11.585), reiterada en algunos pronunciamientos posteriores, no se precisa suficientemente, en mi opinión, la distinción que existe entre los regímenes de riesgo excepcional y daño especial, de cuyo comprensión resulta evidente la improcedencia de la aplicación de éste último en los casos mencionados. 

En efecto, el régimen de daño especial supone siempre, a más de lo verificación del carácter anormal del perjuicio -representado en la imposición al demandante de un sacrificio especial que rompe el equilibrio habido previamente entre él y los demás ciudadanos frente o los cargas públicas-, la existencia de una relación de causalidad directa entre una acción legítima del Estado y el daño causado. De otro modo, se prescindiría indebidamente de la imputabilidad, como elemento estructural de lo responsabilidad. 

En consecuencia, no es admisible la aplicación de dicho régimen en los eventos en que el perjuicio es ocasionado directamente por un tercero; en ellos, la responsabilidad del Estado podrá encontrar su fundamento en la falla del servicio, en cuanto la actuación de aquél resulte previsible para éste, quien tendrá, por lo tanto, el deber de evitarla, o en el riesgo excepcional, cuando la actuación de ese tercero constituya la concreción de un riesgo consciente y lícitamente creado por el Estado. Considero que deben mantenerse, en ese sentido, las conclusiones consignadas en la sentencia del 10 de agosto de 2000, anteriormente mencionada. 

La diferenciación clara que existe entre los supuestos de los distintos regímenes permite concluir, por lo demás, que resulta imposible la aplicación de varios de ellos a un mismo caso, como se hizo en el fallo del 23 de septiembre de 1994 (expediente 7577), citado en la providencia de la que me aparto. 

Debe anotarse, adicionalmente, que el principio del equilibrio de los cargas públicas de los ciudadanos -cuyo sustento constitucional puede encontrarse en el derecho a la igualdad y en el principio de equidad-, está siempre presente, en todos los regímenes, como fundamento de la obligación de indemnizar a cargo del Estado, pero sólo tiene tal carácter de modo inmediato en el de daño especial (sic). Esto explica que éste haya sido considerado tradicionalmente por la jurisprudencia como un fundamento subsidiario de la responsabilidad estatal y, por lo tanto, que su aplicación se haya condicionado a la imposibilidad de resolver el caso concreto con fundamento en los demás regímenes. 

2. En segundo lugar, en lo que se refiere al recurso al principio de solidaridad para fundar la responsabilidad del Estado, aspecto al que también se alude, sin comentarios especiales, en la sentencia aprobada por lo mayoría de la Sala, considero necesario precisar que el mismo es totalmente improcedente. En efecto, la solidaridad constituye un principio constitucional en el que se funda la organización de Colombia como Estado social de derecho, y con arreglo al cual, por lo misma razón, se prestan los servicios públicos de seguridad social y salud pública; es, además, un deber ciudadano que nos impone desarrollar acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas (artículos 1, 48, 49 y 95 de la Constitución Política). En ese sentido, la solidaridad alude a la búsqueda de la garantía de mejores condiciones para las personas menos favorecidas, por razones estructurales o coyunturales de la vida de la Nación, y si bien está relacionada con el principio de igualdad, en cuanto el Estado está obligado a buscar su realización efectiva, adoptando medidas a favor de grupos discriminados o marginados, y protegiendo especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (artículo 13 de la Constitución Nacional), su desarrollo se impone al margen de la existencia o inexistencia de los elementos que configuran la responsabilidad en los casos concretos, es decir, al margen de que la condición de debilidad o inferioridad de dichas personas pueda o no atribuirse jurídicamente a alguna entidad estatal. 

Por lo anterior y en la medida en que, a la luz del artículo 90 de la Constitución, el Estado sólo está obligado a indemnizar los daños antijurídicos que le sean imputables, no cabe duda de que la solidaridad no podría constituir, de ninguna manera, un fundamento válido de la responsabilidad de aquél. 

Por la misma razón, es claro que las normas contenidas en el Decreto Legislativo 444 de 1993 y, posteriormente, en las Leyes 104 de 1993, 241 de 1995 y 418 de 1997 (ésta última prorrogada por la Ley 548 de 1999 y, luego, modificada y prorrogada parcialmente por la Ley 782 de 2002), por las cuales se adoptaron, entre otras, algunas medidas especiales para atender a las víctimas de hechos violentos que se susciten en el marco del conflicto armado interno, tales como atentados terroristas, combates, ataques y masacres, constituyen un desarrollo típico del principio de solidaridad, y no del de responsabilidad. Lo mismo puede decirse de las distintas disposiciones que, en algunos eventos, se han adoptado con el fin de ofrecer ayuda urgente a las víctimas de desastres naturales, que, como hechos generalmente constitutivos de fuerza mayor, excluyen de modo evidente la responsabilidad estatal. 

Así las cosas, el artículo 16 de la ley 418 mencionada, citado en el fallo del que me aparto, en cuanto alude a la ayuda humanitaria que deben recibir las víctimas de aquellos hechos, "[e]n desarrollo del principio de solidaridad social, y dado el daño especial" (se subraya) por ellas sufrido, no puede llevar a confusión, la norma se refiere, sin duda alguna, a la afectación particular padecida por determinadas personas, que las somete a condiciones de inferioridad respecto del resto de la comunidad y justifica, por lo tanto, el ofrecimiento a su favor de una ayuda urgente, independientemente de las circunstancias concretas en que tal afectación se haya producida en el marco del conflicto armado. No podría pensarse, entonces, ni por asomo, que esta norma pretende encontrar la razón de ser de tal ayuda en la teoría del daño especial, que sirve para fundar la responsabilidad del Estado. 

Lo anterior explica que, en el artículo 47 de la misma ley, se haya establecido que la asistencia prestada a las víctimas "no implica el reconocimiento por parte de la Nación o de la respectiva entidad de responsabilidad alguna por los perjuicios causados por tales actos". 

3, De otra parte, se concluye en el fallo del cual me aparto que el daño no puede ser imputado a las entidades demandadas a título de falla del servicio, dado que ésta no existió, y se expresa, en cambio, que sí puede serlo a título de riesgo excepcional. Al respecto, luego de citar los fallos del 10 de agosto y el 18 de octubre de 2000 (expedientes 11.585 y 11.834, respectivamente), inicialmente, se afirma: 

"Considera la Sala que no hay razón para limitar la responsabilidad estatal o los eventos en los cuales el ataque terrorista se dirige contra un objetivo militar o policivo, sino que debe extenderse a todos aquellos casos en los que el blanco sea "un objeto claramente identificable como del Estado", ya que la justificación para establecer el vínculo causal es la misma: el riesgo particular que se crea con una actividad que ha sido elegido (sic) por los terroristas coma objetivo. Tal es el caso del oleoducto, como más adelante se verá". 

Y luego, en el análisis de las pruebas, se concluye:

"... el hecho fue causado por grupos subversivos, que, como es de público conocimiento, han ejercido ese tipo de sabotaje a la infraestructura petrolera del país como una forma de rechazo y arma de presión paro influir en políticas gubernamentales relacionadas con la explotación económica de ese bien estatal, de tal manera que el ataque reiterado a las redes puede ser considerado una actividad terrorista.

En consecuencia, en el caso concreto, se trata de un atentado contra un bien estatal, producido por la subversión, que lo ha identificado como un objetivo de ataque en su lucha contra las políticas gubernamentales y por lo tanto, las demandantes como víctimas inocentes de esta confrontación, no tienen porqué (sic) soportar los consecuencias dañinas del mismo. 

En otros términos, a pesar de que no hay rozón para imputar una falla del servicio contra ECOPETROL al fijar las políticas petroleras a las que se oponen los grupos subversivo (sic) o al extender las redes de transporte del combustible por la zona en que ocurrió el hecho, o por no impedir o no advertir del riesgo de una conflagración posterior o un atentado contra el oleoducto, en el caso concreto esa entidad debe reparar los perjuicios causados o los demandantes porque el ataque estuvo dirigido contra un bien estatal; tuvo como finalidad crear condiciones de zozobra e inestabilidad colectiva; fue realizado por un grupo organizado que se opone en forma abierto al gobierno y en especial a la política petrolera del Estado; la entidad es propietaria de las redes que transportan el combustible". 

Y en cuanto al concepto de terrorismo, observa lo mayoría de la Sala que no existen en la doctrina y en la jurisprudencia definiciones precisas, no obstante lo cual indica que puede identificarse con "los actos de violencia con los cuales se pretende causar un efecto sicológico de terror, sin importar quienes sean las víctimas; utilizando medios de destrucción masiva, dirigidos contra el Estado con el fin de destruir o causar estragos, o al menos desestabilizar su organización u obtener considerables beneficios". 

En relación con esta argumentación, debo expresar que advierto la ausencia de distinciones que, en mi opinión, serían muy útiles para establecer si, en los casos concretos, los daños causados pueden ser imputados al Estado y, por lo tanto, si puede establecerse su responsabilidad.

En primer término, es necesario precisar que el acto terrorista puede ser desarrollado directamente por agentes estatales contra ciertos grupos de ciudadanos y, eventualmente, inclusive, aquéllos pueden obedecer o una política trazada por los gobernantes. En ese sentido, no es correcto afirmar que el terrorismo está dirigido siempre contra el Estado, y es claro que su responsabilidad surgirá en aquellos casos por estar demostrada una falla del servicio. 

En segundo término, no puede perderse de vista que los actos violentos -entre ellos los que puedan ser considerados como atentados terroristas- pueden obedecer a distintas causas y a distintos fines, y que, cuando sus autores son personas no vinculadas a la organización estatal, esto es, terceros por cuyas acciones, en principio, el Estado no está obligado o responder, la imputabilidad sólo surgirá si puede concluirse que tales acciones podían ser evitadas por aquél, o constituían la concreción de un riesgo licito y conscientemente creado por el mismo, y es éste último evento el que ofrece dificultades.
 

Sin pretender agotar el estudio de todas las hipótesis, considero que, tratándose de actos violentos -no necesariamente terroristas- realizados en el marco del conflicto armado interno, debe distinguirse entre aquéllos que se consideran legítimos -sin perjuicio de su condición de actos delictivos-, a la luz de los normas del Derecho Internacional Humanitario, y aquéllos que se encuentran expresamente prohibidos. 

Una regulación detallada en tal sentido, que no es del caso citar aquí in extenso, está contenida en los Protocolos I y II Adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949. Interesa únicamente indicar que, conforme a tal regulación, existen personas y bienes protegidos por el DIH, que no pueden ser considerados objetivos militares por las partes en conflicto. 

Conforme al artículo 48 del Protocolo I mencionado, con el fin de "garantizar el respeto y la protección de la población civil y de los bienes de carácter civil, las Partes en conflicto harán distinción en todo momento entre la población civil y combatientes y entre bienes de carácter civil y objetivos militares y, en consecuencia, dirigirán sus operaciones únicamente contra objetivos militares". 

El artículo 52 del mismo Protocolo establece que los bienes de carácter civil no serán objeto de ataque, ni de represalias, y que tienen tal carácter todos aquéllos que no son objetivos militares. También dispone que los objetivos militares, en lo que respecta a los bienes, "se limitan a aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida" (se subraya). 

Así las cosas, no cabe duda, en mi opinión, de que los daños causados en el marco del conflicto armado interno, como consecuencia de los actos violentos realizados por la subversión no podrán ser consideradas válidamente previsibles para el Estado Colombiano y, por lo tanto, como la concreción de un riesgo lícita y conscientemente creado por él, sino en cuanto estén dirigidos contra un objetivo militar. 

De otra parte, los artículos 56, párrafo 1 del Protocolo I y 15 del Protocolo II, disponen que "[I]as obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, a saber las presas, los diques y las centrales nucleares de energía eléctrica, no serán objeto de ataques, aunque sean objetivos militares, cuando tales ataques puedan producir la liberación de aquellas fuerzas y causar, en consecuencia, pérdidas importantes en la población civil...".
 

Y el mismo artículo 56, en su párrafo 2, literal c, prevé que la protección especial contra todo ataque prevista en el párrafo 1 cesará para los objetivos militares ubicados en esas obras o instalaciones que contienen tuerzas peligrosas o en sus proximidades, distintas de las presas o diques y de las centrales nucleares de energía eléctrica, "solamente si se 'utilizan en apoyo regular, importante y directo de operaciones militares, y si tales ataques son el único medio factible de poner fin a tal apoyo". 

Al respecto, se considera pertinente el siguiente comentario sobre las normas mencionadas: 

4819 El alcance de lo protección de los obras e instalaciones que otorga el presente artículo, se limitó o los casos en que el ataque pueda acarrear muchas pérdidas entre la población civil. Esos bienes no están, pues, protegidos en sí mismos, sino solamente en la medida en que su destrucción puede liberar fuerzas peligrosas para la población civil. 

4820 Esto significa que, en lo eventualidad de que alguna de esas obras o instalaciones fuera un objetivo militar, podría ser atacada si con ello no se pone seriamente en peligro a la población civil. En cambio, la protección es automática, sin tener en cuenta la utilización civil, militar o mixta de la instalación o de la obra, cuando el ataque puede provocar la liberación de fuerzas peligrosas capaces de causar pérdidas importantes entre la población civil. 

4821 La expresión "pérdidas importantes" se ha tomado del vocabulario militar y requiere, naturalmente, una apreciación de buena fe basada en elementos objetivos, como la existencia de concentraciones de civiles (aldeas o aglomeraciones) en la zona que resultaría siniestrada por lo liberación de fuerzas peligrosas. 

4822 En el proyecto del CICR se estipulaba que las partes en conflicto debían esforzarse en no colocar objetivos militares en las proximidades de esos bienes con el fin de evitar riesgos indirectos, es decir, efectos incidentales de un ataque dirigido contra un objetivo militar próximo [465]. A falta de esta precisión, que no se mantuvo [466], conviene recordar que la población civil goza de una protección general contra los efectos de las hostilidades [467]. De todas formas, la prohibición estipulada en el presente artículo cubre los ataques a objetivos militares situados cerca de una obra o una instalación que pudiera tener el probable efecto incidental de liberar fuerzas peligrosas y atentar gravemente contra la población. En contrapartida, el hecho de colocar o sabiendas objetivos militares en las proximidades de tales obras o instalaciones violaría el principio establecido en el artículo 13 (Protección de lo población civil), párrafo 1.

De acuerdo con lo anterior, es claro, en mi opinión, que los oleoductos, como instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, son bienes expresamente protegidos por el DIH. Por esta razón, no puede considerarse, en ningún caso, que un ataque perpetrado contra ellos por la guerrilla constituye la concreción de un riesgo válidamente asumido por el Estado en el marco del conflicto armado y, por lo tanto, que su ocurrencia permita atribuirle a éste responsabilidad por los daños causados. 

Vista lo anterior, resulta incorrecta, según mi criterio, la argumentación contenida en el fallo del que me aparto, en el sentido de que, para imputar el daño al Estado a título de riesgo resultaba suficiente que la subversión hubiera identificado al Oleoducto Trasandino como "un objetivo de ataque en su lucha contra las políticas gubernamentales". En efecto, con fundamento en ella podría declararse la responsabilidad de la Nación en todos los casos en los que se produjera un ataque contra un bien estatal cualquiera, al margen de que el mismo no contribuyera, en modo alguno, a la acción militar, o de que su ataque no generara para el enemigo una ventaja militar. En otras palabras, la imputación al Estado de los daños causados por actos violentos perpetrados por la guerrilla podría establecerse aun en los eventos en que éstos resultaran ilegítimos y, por lo tanto, válidamente imprevisibles para aquél, a la luz de las normas que regulan los conflictos armados internos. El riesgo, en estas condiciones, dejaría de tener concreción, y podría considerarse creado por el Estado por el solo hecho de existir, lo cual, sin duda, excede con creces la configuración que la jurisprudencia ha hecho del régimen de riesgo excepcional. 

En este orden de ideas, considero que, en el caso concreto, debió exonerarse de responsabilidad a las entidades demandadas. 

4. Finalmente y sin perjuicio de lo expresado, las reflexiones anteriores me permiten criticar también, en cuanto me parece incongruente, el argumento planteado en el fallo aprobado por la mayoría de la Sección para imputar el daño a la Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL S.A., referido a la circunstancia de que dicha entidad era propietaria de las redes que transportaban el combustible contra las cuales se dirigió el ataque. 

De nuevo, en relación con este punto, habría sido necesario hacer distinciones que permitieran identificar a la persona pública a cargo de lo cual se encontraba la obligación de asumir las consecuencias del riesgo realizado. En efecto, aunque ECOPETROL S.A. tiene la condición de guardiana de las actividades peligrosas de explotación y transporte de hidrocarburos, es evidente que, en este caso, el daño no fue producto del peligro que de ellas, por sí mismas, se deriva, como podría ser lo existencia de un escape, de un proceso de calentamiento, etc. El daño ocurrió como consecuencia del ataque que sufrió el oleoducto por parte de un tercero, cuya actuación fue absolutamente necesaria y determinante para que se produjeran la explosión y el incendio posterior, de manera que su intervención rompería el nexo causal e impediría atribuirle responsabilidad a la empresa mencionada. 

Ahora bien, si se entendió que lo atribución del daño al Estado podía hacerse en virtud de que el ataque perpetrado por la subversión contra el oleoducto constituyó una agresión frente a aquél, cuyo fin era avanzar, en el marco del conflicto armado, en la lucha contra las políticas gubernamentales -sobre lo cual ya he formulado mis reparos-, la responsabilidad no podía declararse en relación con la empresa dueña del bien afectado, sino contra la Nación, representada por el Ministerio de Defensa, a cuyo cargo se encuentra la dirección y el desarrollo de la guerra interna, actividades completamente ajenas al objeto social de ECOPETROL. 

En estos términos, dejo consignado mi criterio, reiterando mi respeto por los planteamientos de la mayoría de la Sección.

ALIER EDUARDO HERNÁNDEZ ENRÍQUEZ

26 de febrero de 2004

ACLARACIÓN DE VOTO / PRINCIPIO DE IGUALDAD FRENTE A LAS CARGAS PÚBLICAS / DAÑO ESPECIAL – Improcedencia de la aplicación en daños causado por actos violentos o actos terroristas / DAÑO ESPECIAL – Supuestos de aplicación / RIESGO EXCEPCIONAL – Supuestos de aplicación / DAÑO ESPECIAL – Diferencia con el riesgo excepcional /RIESGO EXCEPCIONAL – Aplicación 
La noción de “daño especial” se fundamenta en la ruptura del equilibrio en la igualdad que frente a las cargas públicas sufren los ciudadanos, y tiene como causa un actuar lícito del Estado que trae como consecuencia colateral un daño, que a su vez es especial, por cuanto excede los riesgos a los que normalmente está sometida una persona, la cual no está en el deber jurídico de soportarlo. La responsabilidad por “daño especial” es objetiva y la Administración puede exonerarse demostrando la existencia de una causa extraña que desvirtúe el nexo causalidad entre el daño y la actuación adelantada. La responsabilidad por actividades peligrosas o lo que la jurisprudencia ha denominado “riego excepcional”, difiere de la derivada del “daño especial”, en cuanto a su fundamento. Así, el daño especial no se deriva de la peligrosidad de la actividad estatal, sino del ejercicio lícito de sus funciones que ocasiona un daño marginal que el Estado está obligado a indemnizar, mientras que en el “riesgo excepcional” existe una relación riesgo - peligro en las actividades desplegadas por la Administración y que eventualmente pueden causar daños antijurídicos. En este caso la obligación indemnizatoria se deriva del beneficio que significa para el Estado la posibilidad de prestar los servicios públicos sometiendo a los ciudadanos a una situación de riesgo. Citando un ejemplo de “daño especial” podría plantearse el caso del incendio provocado voluntariamente por la Administración para destruir una edificación contaminada. Obsérvese que la Administración no hizo otra cosa que cumplir con las finalidades para la cual fue constituida, aunque ello pueda traer como consecuencia algunos perjuicios a determinadas personas. Ahora bien, el “riesgo excepcional” se aplicaría en el supuesto caso en que la Fuerza Pública en cumplimiento de su deber legal, repela el ataque de un grupo armado ilegal y como consecuencia ocasione daños a terceros como resultado directo del uso de armas de dotación oficial. Aquí se evidencia un actuar de alta peligrosidad desplegada por el Estado con la capacidad para afectar o dañar bienes jurídicamente tutelados. Considero necesaria esta distinción, toda vez que a menudo se acude al principio de la ruptura de la igualdad frente a las cargas públicas para justificar todo tipo de obligaciones estatales, volviéndolo abstracto y sin contenido, lo que desdibuja las diferencias sustanciales que existen entre los diferentes regímenes de responsabilidad administrativa. Lo anterior puede evidenciarse en la obligación estatal por actos de expropiación que, siendo una actuación provocada deliberadamente por la Administración en cumplimiento de la prevalencia del interés general, en ejercicio de sus potestades y que constituye un medio necesario para la consecución de un fin público, se suele enmarcar en el régimen del “daño especial”, cuando este tiene como particularidad la incidentalidad de los daños ocasionados por la actividad administrativa. De conformidad con lo expuesto y analizando el caso concreto, considero que la responsabilidad estatal se funda en el “riesgo excepcional” pero no el supuestamente derivado del ataque guerrillero o del que presuntamente representarían los grupos armados al margen de la ley cuando atacan las instituciones del Estado. Ello es así porque los actos terroristas son por definición hechos de terceros y en consecuencia, eventos de ruptura del nexo causal que impiden la imputación del daño a la Administración. En cambio, estimo que es el carácter de estructura peligrosa del oleoducto mismo lo que permite dicha imputación.
ACLARACIÓN DE VOTO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – Por daños causados a las redes de energía eléctrica / DERECHO COMPARADO – Aplicación / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – La responsabilidad objetiva puede deducirse considerando la obra pública como generadora de daños indemnizables en virtud del tratamiento que se le da en estatuto especial
En el derecho francés, que ha sido fuente constante de nuestra jurisprudencia, el fallo Regnault-Desroziers , admitió por primera vez la responsabilidad del Estado por la manipulación  y almacenamiento de combustibles y explosivos, los que fueron catalogados como sustancias que “crean riesgos que exceden los límites de aquellos que resultan normalmente de la vecindad”, aún en ausencia de falla. No puede desconocerse que un oleoducto es una obra pública que implica un peligro para los ciudadanos en general, y el tratamiento que debe dársele en cuanto a la responsabilidad estatal derivada de un daño antijurídico causado por estas estructuras, debe ser similar al de las redes de conducción de energía eléctrica, debido a la peligrosidad de la sustancia o materia que se transporta por medio de los oleoductos. En uno de sus recientes pronunciamientos, el Consejo de Estado examinó el asunto de la responsabilidad estatal derivada de los daños antijurídicos causados por las redes de energía eléctrica, […] Aunque la jurisprudencia nacional no lo ha reconocido así, en el derecho comparado la responsabilidad objetiva puede deducirse considerando la obra pública como generadora de daños indemnizables en virtud del tratamiento que se le da en estatuto especial. Desde esa misma perspectiva, la intensidad del riesgo hace que en los casos en que un hecho de tercero interviene, no tenga la virtualidad liberadora de la responsabilidad estatal, de manera que la Administración queda obligada frente a la víctima por la totalidad de la indemnización, sin perjuicio de poder repetir contra dicho tercero por la parte que le corresponda a aquel.   
ACLARACIÓN DE VOTO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA - No todos los actos de terrorismo generan necesariamente responsabilidad estatal por el carácter sorpresivo en el tiempo y espacio, planeado y ejecutado de manera oculta / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA -  Presupuestos / FALLA EN EL SERVICIO - Configurada
[N]o todos los actos de terrorismo generan necesariamente responsabilidad estatal, puesto que el carácter sorpresivo en el tiempo y en el espacio, planeado y ejecutado de manera oculta es, en principio, imposible de detectar por los organismos de seguridad pública, y teniendo en cuenta que los deberes del Estado no son omniscientes, omnipresentes ni omnipotentes para que responda indefectiblemente y bajo toda circunstancia. No obstante lo anterior, el Estado puede resultar administrativamente responsable cuando se presentan ciertas condiciones y en determinadas circunstancias. Esta responsabilidad no puede darse teniendo como fundamento el “daño especial”, pues, como ya se dijo, este es la consecuencia de una actividad lícita de la Administración que le impone al ciudadano una carga excepcional, violatoria del principio de igualdad de las personas ante la ley. En el acto terrorista el Estado no solo no realiza actividad alguna sino que casi siempre es objetivo principal e inmediato del ataque. Para que se pudiera imputar un daño especial sería necesario que fuera el efecto indirecto de la reacción defensiva de las autoridades, pero no el efecto directo del acto terrorista. El Estado puede ser responsable igualmente por los daños causados por actos terroristas como producto de la negligencia o del mal funcionamiento de la Administración, cuando habiendo estado en situación de prever el acto terrorista no lo hace, o cuando teniendo la carga de la vigilancia debida, omite total o parcialmente esa obligación. En la motivación de la cual me aparto, se expuso que no podía considerarse que la fuerza pública había incurrido en una falla del servicio, “al no ser posible establecer una vigilancia permanente sobre todo su recorrido, en razón a su extensión”, ni que “su intervención fuera tardía o inoportuna, pues entre el momento de la explosión y de la conflagración transcurrieron varios minutos”. De las pruebas que obran en el expediente, se concluyó que la causa del daño antijurídico no lo constituyó de manera directa, o al menos exclusiva, el atentado contra el oleoducto mismo, sino que la causa fue una explosión producida después del atentado en una zona de tránsito hacia la vereda de San Pablo (N). […] El reproche a este análisis obedece a que en el caso concreto no se requería tener conocimientos técnicos sobre hidrocarburos, para entender que si una tubería que habitualmente transporta combustible se encontraba averiada por el atentado, lo lógico o por lo menos prudente, era que la fuerza pública ordenara abandonar la zona hasta que la situación volviese a la “normalidad”, ya que, aunque aparentemente no se estaba derramando el combustible, la posibilidad de gases inflamables en el ambiente era evidente dado el daño en el oleoducto; en la zona de tránsito era menester impedir, al menos por un tiempo, el paso de los transeúntes ante el peligro de una conflagración, como infortunadamente ocurrió. Por esta razón, considero que pudo haber una falla del servicio en la Fuerza Pública ya que habiendo podido prever la explosión, no evitó que las personas continuaran transitando por la zona, hipótesis ésta a la cual el fallo no se refirió.
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ACLARACIÓN DE VOTO DEL MAGISTRADO RAMIRO SAAVEDRA BECERRA
Con el respeto que me merece la Sala, me permito aclarar mi voto a la sentencia proferida por esta Sección el 11 de diciembre de 2003, en el proceso de la referencia. 

Pese a estar de acuerdo con la parte resolutiva del fallo en mención, disiento de la motivación en que se fundamentó tal decisión por las razones que expongo a continuación:

1.  
La noción de “daño especial” se fundamenta en la ruptura del equilibrio en la igualdad que frente a las cargas públicas sufren los ciudadanos, y tiene como causa un actuar lícito del Estado que trae como consecuencia colateral un daño, que a su vez es especial, por cuanto excede los riesgos a los que normalmente está sometida una persona, la cual no está en el deber jurídico de soportarlo.  

La responsabilidad por “daño especial” es objetiva y la Administración puede exonerarse demostrando la existencia de una causa extraña que desvirtúe el nexo causalidad entre el daño y la actuación adelantada. La responsabilidad por actividades peligrosas o lo que la jurisprudencia ha denominado “riego excepcional”, difiere de la derivada del “daño especial”, en cuanto a su fundamento. Así, el daño especial no se deriva de la peligrosidad de la actividad estatal, sino del ejercicio lícito de sus funciones que ocasiona un daño marginal que el Estado está obligado a indemnizar, mientras que en el “riesgo excepcional” existe una relación riesgo - peligro en las actividades desplegadas por la Administración y que eventualmente pueden causar daños antijurídicos. En este caso la obligación indemnizatoria se deriva del beneficio que significa para el Estado la posibilidad de prestar los servicios públicos sometiendo a los ciudadanos a una situación de riesgo. 

Citando un ejemplo de  “daño especial” podría plantearse el caso del incendio provocado voluntariamente por la Administración para destruir una edificación contaminada. Obsérvese que la Administración no hizo otra cosa que cumplir con las finalidades para la cual fue constituida, aunque ello pueda traer como consecuencia algunos perjuicios a determinadas personas.   

Ahora bien,  el “riesgo excepcional” se aplicaría en el supuesto caso en que la Fuerza Pública en cumplimiento de su deber legal, repela el ataque de un grupo armado ilegal y como consecuencia ocasione daños a terceros como resultado directo del uso de armas de dotación oficial. Aquí se evidencia un actuar de alta peligrosidad desplegada por el Estado con la capacidad para afectar o dañar bienes jurídicamente tutelados. 

Considero necesaria esta distinción, toda vez que a menudo se acude al principio de la ruptura de la igualdad frente a las cargas públicas para justificar todo tipo de obligaciones estatales, volviéndolo abstracto y sin contenido, lo que desdibuja las diferencias sustanciales que existen entre los diferentes regímenes de responsabilidad administrativa. 

Lo anterior puede evidenciarse en la obligación estatal  por actos de expropiación que, siendo una actuación provocada deliberadamente por la Administración en cumplimiento de la prevalencia del interés general, en ejercicio de sus potestades y que constituye un medio necesario para la consecución de un fin público,  se suele enmarcar en el régimen del “daño especial”, cuando este tiene como particularidad la incidentalidad de los daños ocasionados por la actividad administrativa. 

De conformidad con lo expuesto y analizando el caso concreto, considero que la responsabilidad estatal se funda en el “riesgo excepcional” pero no el supuestamente derivado del ataque guerrillero o del que presuntamente representarían los grupos armados al margen de la ley cuando atacan las instituciones del Estado. Ello es así porque los actos terroristas son por definición hechos de terceros y en consecuencia, eventos de ruptura del nexo causal que impiden la imputación del daño a la Administración. En cambio, estimo que es el carácter de estructura peligrosa del oleoducto mismo lo que permite dicha imputación.

Respecto a este punto, este fue el pronunciamiento de la Sala:

“Considera la Sala que no hay razón para limitar la responsabilidad estatal a los eventos en los cuales el ataque terrorista se dirige contra un objetivo militar o policivo (haciendo alusión a la tesis que venía profesando esta Corporación), sino que debe extenderse a todos aquellos casos en los que el blanco sea “un objeto claramente identificable como del Estado”, ya que la justificación para establecer el vínculo causal es la misma: el riesgo particular que se crea con una actividad que ha sido elegido (sic) por los terroristas como objetivo. Tal es el caso del oleoducto”.
En el derecho francés, que ha sido fuente constante de nuestra jurisprudencia, el fallo Regnault-Desroziers
, admitió por primera vez la responsabilidad del Estado por la manipulación  y almacenamiento de combustibles y explosivos, los que fueron catalogados como sustancias que “crean riesgos que exceden los límites de aquellos que resultan normalmente de la vecindad”, aún en ausencia de falla. 

No puede desconocerse que un oleoducto es una obra pública que implica un peligro para los ciudadanos en general, y el tratamiento que debe dársele en cuanto a la responsabilidad estatal derivada de un daño antijurídico causado por estas estructuras, debe ser similar al de las redes de conducción de energía eléctrica, debido a la peligrosidad de la sustancia o materia que se transporta por medio de los oleoductos. 

En uno de sus recientes pronunciamientos, el Consejo de Estado  examinó el asunto de la responsabilidad estatal derivada de los daños antijurídicos causados por las redes de energía eléctrica, y esto dijo:

“Es preciso advertir que en el asunto en comento se trata de un caso en donde la responsabilidad no se enmarca dentro de la clásica falla con ocasión de la prestación de un servicio, que de hecho no la hubo, sino se reitera, en el régimen de responsabilidad por riesgo excepcional, toda vez que las cuerdas conductoras estaban instaladas técnicamente, conforme lo dispone la reglamentación especial que rige esta clase de actividades y precisamente había fluido eléctrico para asegurar la prestación de servicio público de alumbrado, que de por sí entraña la explotación de una actividad peligrosa.

(…). En efecto [la conducción de energía eléctrica]  es un riesgo de aquellos que implican generalmente a los particulares una exposición del cual se pueda derivar un accidente más o menos grave, y por ello puede decirse que solo la temeridad de la víctima haría fracasar las pretensiones indemnizatorias de los damnificados.”
 

Aunque la jurisprudencia nacional no lo ha reconocido así, en el derecho comparado la responsabilidad objetiva puede deducirse considerando la obra pública como generadora de daños indemnizables en virtud del tratamiento que se le da en estatuto especial. Desde esa misma perspectiva, la intensidad del riesgo hace que en los casos en que un hecho de tercero interviene, no tenga la virtualidad liberadora de la responsabilidad estatal, de manera que la Administración queda obligada frente a la víctima por la totalidad de la indemnización, sin perjuicio de poder repetir contra dicho tercero por la parte que le corresponda a aquel.
  

2. 
Por otra parte, no todos los actos de terrorismo generan necesariamente responsabilidad estatal, puesto que el carácter sorpresivo en el tiempo y en el espacio, planeado y ejecutado de manera oculta es, en principio, imposible de detectar por los organismos de seguridad pública, y teniendo en cuenta que los deberes del Estado no son omniscientes, omnipresentes ni omnipotentes para que responda indefectiblemente y bajo toda circunstancia.    

No obstante lo anterior, el Estado puede resultar administrativamente responsable cuando se presentan ciertas condiciones y en determinadas circunstancias. Esta responsabilidad no puede darse teniendo como fundamento el “daño especial”, pues, como ya se dijo, este es la consecuencia de una actividad lícita de la Administración que le impone al ciudadano una carga excepcional, violatoria del principio de igualdad de las personas ante la ley. 

En el acto terrorista el Estado no solo no realiza actividad alguna sino que casi siempre es objetivo principal e inmediato del ataque. Para que se pudiera imputar un daño especial sería necesario que fuera el efecto indirecto de la reacción defensiva de las autoridades, pero no el efecto directo del acto terrorista. 

El Estado puede ser responsable igualmente por los daños causados por actos terroristas como producto de la negligencia o del mal funcionamiento de la Administración, cuando habiendo estado en situación de prever el acto terrorista no lo hace, o cuando teniendo la carga de la vigilancia debida, omite total o parcialmente esa obligación. 

En la motivación de la cual me aparto, se expuso que no podía considerarse que la fuerza pública había incurrido en una falla del servicio, “al no ser posible establecer una vigilancia permanente sobre todo su recorrido, en razón a su extensión”, ni que “su intervención fuera tardía o inoportuna, pues entre el momento de la explosión y de la conflagración transcurrieron varios minutos”. 

De las pruebas que obran en el expediente, se concluyó que la causa del daño antijurídico no lo constituyó de manera directa, o al menos exclusiva, el atentado contra el oleoducto mismo, sino que la causa fue una explosión producida después del atentado en una zona de tránsito hacia la vereda de San Pablo (N).  Respecto a este punto la providencia argumentó:

“Considera la Sala que las víctimas no incurrieron en culpa porque la conflagración era también imprevisible para ellas. Esta se produjo, al parecer, como consecuencia de la evaporación de los gases, que emanaron del oleoducto, posteriores a la explosión. A pesar de que con anterioridad habían ocurrido otros atentados contra el oleoducto, no se había producido una conflagración posterior a la misma, por lo cual los habitantes del municipio no tenían por qué conocer esa situación, ni habían sido advertidas de ella por la empresa demandada y por lo tanto, no serles imputable el hecho a título de culpa.” 
El reproche a este análisis obedece a que en el caso concreto no se requería tener conocimientos técnicos sobre hidrocarburos, para entender que si una tubería que habitualmente transporta combustible se encontraba averiada por el atentado, lo lógico o por lo menos prudente, era que la fuerza pública ordenara abandonar la zona hasta que la situación volviese a la “normalidad”, ya que, aunque aparentemente no se estaba derramando el combustible, la posibilidad de gases inflamables en el ambiente era evidente dado el daño en el oleoducto; en la zona de tránsito era menester impedir, al menos por un tiempo, el paso de los transeúntes ante el peligro de una conflagración, como infortunadamente ocurrió.  

Por esta razón, considero que pudo haber una falla del servicio en la Fuerza Pública ya que habiendo podido prever la explosión, no evitó que las personas continuaran transitando por la zona, hipótesis ésta a la cual el fallo no se refirió.

Todo lo anterior me lleva a apartarme de los argumentos en los que se basó la sentencia para condenar a la Empresa Colombiana de Petróleos - ECOPETROL S.A. 

En estos términos dejo consignada mi aclaración, reiterando mi respeto por los planteamientos de la providencia. 

RAMIRO SAAVEDRA BECERRA
� En sentencia de 6 de agosto de 1997, Rad. No. 11097, la Sala dijo: “Cuando ECOPETROL en cumplimiento de su función de explorar, explotar, etc, el petróleo que es de propiedad del Estado, afecta a un particular, es esta jurisdicción la competente para conocer del asunto.  Aplicando esta tesis al caso que ahora se decide, encuentra la Sala que el daño por el cual se reclama indemnización fue causado con la construcción de un poliducto, indispensable para la conducción del combustible desde el sitio donde es extraído, hacia los lugares de distribución; es decir, que el daño se causó con la ejecución de una obra destinada a la explotación del petróleo, obra que involucra el interés general, dado que el producto del petróleo revierta a la colectividad.”


� Sentencia del 14 de diciembre de 1995, exp: 11.200. En el mismo sentido, entre otras, sentencias del 21 de febrero de 1997, exp: 9954; del 11 de mayo de 2000, exp: 11.445 y del 21 de septiembre de 2000, exp: 13.138.


� Sentencia del 21 de febrero de 1997, exp: 9954. 


� Sentencia del 26 de marzo de 1993, exp: 7476.


� Sentencia del 4 de febrero de 1993, exp: 7506.


� Entre otras, sentencias de la Sala Plena del 16 de julio de 1996, exp: 422 y de la Sección del 19 de agosto de 1994, exp: 9276 y 8222; 13 de octubre de 1994, exp: 9557; 2 de febrero de 1995, exp: 9273; 16 de febrero de 1995, exp: 9040; 27 de julio de 1995, exp:  9266; 30 de marzo de 1995, exp: 9459; 14 de marzo de 1996, exp: 11.038 y 29 de marzo de 1996, exp: 10.920.


�  Este caso es conocido como “la masacre de la Rochela”. Sentencias del 15 de agosto de 1995, exp: 10.286; 6 de octubre de 1995, exp: 9587 y 29 de agosto de 1996, exp: 10.949. 


� Sentencia del 11 de julio de 1996, exp: 10.822.


� Con fundamento en este régimen de responsabilidad se condenó igualmente al Estado por el atentado contra las instalaciones del DAS. Así, por ejemplo, sentencia del 24 de agosto de 1995, exp: 10.249. Debe advertirse que algunas demandas sobre el mismo asunto fueron decididas con fundamento en la falla del servicio. Ver por ejemplo, sentencia del 27 de julio de 1995, exp: 10.091. De acuerdo con este régimen también se condenó al Estado por los daños padecidos por las víctimas de un ataque cometido contra un cuartel de la Policía. Sentencia del 16 de junio de 1995, exp: 9008.





� Sentencia del 22 de enero de 1996, exp. 10.648.


� “Entendida por tal la ayuda indispensable para sufragar los requerimientos esenciales, a fin de satisfacer los derechos que hayan sido menoscabados por los actos enunciados en el artículo 15.” (art. 16). 
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